Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 15) 


-Vamos a comenzar con las entrevistas, tal cual lo habíamos resuelto en la última sesión de 
esta Comisión. 


Previamente, brindaremos algunos informes que queremos que queden en la versión 
taquigráfica. 


En primer lugar, la Corte Electoral aún no nos ha enviado la información solicitada. Se 
planteó que tal vez el lunes podamos contar con ella. Por tanto, propongo que a cada entrevistado se 
le aclare que todavía nos falta esa información, por cualquier circunstancia que pueda surgir. 


Cuando hicimos el listado de los entrevistados, no teníamos esa información; ahora tampoco. 


En segundo término, desde la Oficina Nacional del Servicio Civil nos llegó la información, con 
una transcripción muy oscura y que no podíamos entender demasiado, de que hay cuatro sumarios 
que están concluidos sin situación de sanción y uno que está en trámite. Por ese motivo, pediría, si 
están de acuerdo, incorporar esta información a la versión taquigráfica. De lo contrario, me parece que 
estaríamos violando la ley de acceso a la información y de derecho a la protección de datos. Debemos 
informar que la respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil indica que cuatro de las personas 
postuladas tuvieron iniciado un sumario, que terminaron sin consecuencias, pero que hay uno que está 
pendiente. 


Como no tenemos la información de la Corte Electoral, mi planteo es que a cada entrevistado 
se le haga esa aclaración a efectos de que, si surge una información vinculada al artículo 45 de la ley a 
partir de lo que nos pueda brindar dicho organismo, no surjan problemas en cuanto a nuestra 
participación en la convocatoria a los postulantes. 


Solicitamos, si están de acuerdo, incorporar a la versión taquigráfica el informe de la División 
Jurídica del Parlamento que, de alguna manera, va en la dirección que habíamos planteado en esta 
Comisión, en el sentido de esperar a la publicación de los currículos, habida cuenta del equilibrio que 
debemos mantener entre la ley de protección de datos y la de acceso a la información. 


Algunos postulantes todavía no dieron su consentimiento y hay algún postulante que planteó 
que no quiere que su currículum sea colgado. Recogiendo lo que he estado conversando con los 
integrantes de la Comisión, creo que, una vez que zanjemos este tema, se podrán colgar los currículos 
de quienes dieron su consentimiento por escrito, sin los datos personales, haciendo la aclaración en la 
página que aquellos que no están colgados se debe a que el postulante o la postulante no dio su 
consentimiento para ello. Ese sería el trámite a seguir y lo podríamos poner a votación. 


(Se vota) 
-10 en 10.- Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Por otro lado, tenemos un informe sobre el uso del "Skype". Quiero dejar constancia de que 
solicitamos su uso en función de que dos postulantes estaban en el exterior y así lo habían solicitado. 
De esas dos postulantes, una retiró su postulación y la otra nos informó que está en Montevideo para 
ser entrevistada y concurrirá el lunes. Surgió una situación diferente que tiene que ver con un tema de 
salud transitorio de una de las postulantes, la doctora Mirtha Guianze, que fue operada y que no le 
permiten trasladarse ni hoy ni el lunes hasta acá. En ese caso, solicita a la Comisión el uso del "Skype" 
a fin de mantener la entrevista. ¿Estamos de acuerdo? 


(Apoyados) 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dado que faltan cinco minutos para que asista el primer invitado, podríamos 
hacer un intermedio de cinco minutos. 


(Apoyados) 
-La Comisión pasa a intermedio. 
(Es la hora 9 y 25) 
-Continúa la sesión. 
(Es la hora 9 y 30) 
(Ingresa a Sala el doctor Federico Álvarez Petraglia) 


-Damos los buenos días al doctor Federico Álvarez Petraglia, que es el primer entrevistado 
que vamos a recibir en el día de hoy. 


Queremos informarle que estamos aguardando el informe de la Corte Electoral acerca de las 
eventuales inhibiciones contenidas en el artículo 45 de la ley, y que también disponemos de 
información de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Queremos recordarle, además, que cuenta con diez minutos para realizar su exposición y 
que, si los señores Legisladores lo consideran pertinente, dispondrán de diez minutos a esos efectos. 


SEÑOR ÁLVAREZ PETRAGLIA.- Muchas gracias por recibirme en esta Casa. 


En función de lo que es la reglamentación que establece las bases del llamado, voy a usar 
los diez minutos de que dispongo para explicar las cuatro cuestiones que se planteaban para las 
entrevistas personales. 


Lo primero que se pregunta es cuál es la motivación para acceder a este cargo. En mi caso, 
la motivación viene de una vocación personal que tengo desde que tengo uso de razón, desde que 
estudio derecho, desde que soy Juez. Es un interés personal por el tema de los derechos humanos en 
general, del derecho y de las garantías. 


En este caso particular, se me propuso, por parte de una organización social, la posibilidad 
de participar de esta Institución y, honestamente, me pareció que sería una oportunidad en la que 
podría desarrollar mi vocación en este aspecto. Creo que en la perspectiva institucional que tiene esta 
Institución puedo llegar a cuajar. 


En cuanto al segundo aspecto, relativo al conocimiento del sistema universal de los derechos 
humanos, creo tenerlos, sin perjuicio de lo cual pueden plantearme las preguntas que consideren 
necesarias. De todos modos, pienso que tengo los conocimientos mínimos y acendrados acerca de lo 
que es el sistema de derechos humanos a nivel nacional e internacional. 


Lo más importante de los puntos a abordar tiene que ver con la situación actual de los 
derechos humanos en Uruguay y el rol a cumplir por la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo. En ese sentido, opino que hay dos grandes áreas en las que la Institución 
tendría que trabajar. La primera refiere a la posibilidad de devolverle a la víctima -que es la gran 
olvidada del sistema penal y del sistema en general- el lugar de privilegio que siempre debería haber 
tenido. Al respecto, soy partidario de que no solo debemos tener una visión de las víctimas del 
terrorismo de Estado -que son víctimas muy importantes- sino también de las víctimas de la violación 
de los derechos humanos que hay todos los días en este país; me refiero a las víctimas de la 
delincuencia, de los delitos económicos, en fin, a las víctimas en general que -como dije- han sido las 
grandes olvidadas, aquellas a las que el sistema les ha dado la espalda en forma metódica. 


¿Qué medidas propondría dentro de la Institución para que la víctima retomara el 
protagonismo que ha perdido? La primera sería atemperar en forma fuerte y decidida la expropiación 
que ha hecho el Estado, a lo largo de los años, del conflicto penal. Soy partidario de que la víctima de 
un delito -aunque sea, solo a nivel penal- tenga la posibilidad de ejercer la querella penal, para que no 
vea el proceso penal, en el que se discute lo que le pasó a él, a un hijo o a otro pariente, como algo 
ajeno. La idea es que la víctima pueda tener participación, sabiendo de qué se trata lo que le pasó. 
Como Juez penal, tuve innumerables casos en los que los padres, las madres o los hijos venían a 
preguntar qué había pasado con su familiar, por qué no se descubría la verdad, etcétera. 


Insisto: soy partidario acérrimo de que la persona tenga derecho -obviamente, siempre que 
no esté involucrada en el tema- a participar de las instrucciones, de modo de ser parte del sistema de 
justicia. La persona tiene que poder pedir pruebas y sacarse todas las dudas que el sistema le pueda 
dejar en cuanto a su actuación. Esta es una cuestión importante que creo que se puede ir superando si 
aceptamos una figura que se recoge en todo el mundo moderno, que es la del querellante. 


En segundo término, en el marco de la revalorización de la víctima, también soy partidario de 
una propuesta -que, honestamente, no recuerdo quién planteó en su momento- que consiste en 
establecer una forma de seguro, tal como existe para accidentes de trabajo. Pienso que en este país la 
delincuencia es un problema de la sociedad; es un problema social y la sociedad en su conjunto debe 
instrumentar las formas de reparar a las víctimas. No podemos seguir viendo que se producen rapiñas, 
hurtos, homicidios, etcétera y permanecer indiferentes ante la víctima que se queda sin lo más 
importante que tiene. Además, todos sabemos que en nuestro país las víctimas de los delitos son las 
personas que menos tienen, porque no pueden pagar un seguro, colocar rejas ni alarmas, etcétera. 
Pienso que, tarde o temprano, el Estado deberá instrumentar un sistema de seguro para cubrir, aunque 
sea parcialmente, el accionar de algunas personas. 


En tercer lugar, me parece evidente que es importante mejorar sensiblemente el 
acompañamiento a las víctimas, tanto psicológico, psiquiátrico, como de salud, etcétera. Creo que el 
Estado tiene que hacerse cargo de esos aspectos, siempre con la mirada de que la víctima tiene que 
recobrar, poco a poco, un papel de privilegio. Además, por la experiencia que tengo, en el abordaje de 
todo el tema de abuso sexual, de las parejas e intrafamiliar, me parece, honestamente, que hasta el día 
de hoy el Estado no tiene técnicos ni instrumentos para realizar un abordaje acorde con las nuevas 
tecnologías o las nuevas formas de encarar ese tipo de cuestión, pero pienso que este Institución 
puede introducirse en este asunto. En mi opinión, ese es uno de los temas fundamentales. 


Lo otro a llevar adelante es el fortalecimiento del Estado de Derecho en Uruguay. Me da la 
impresión de que, para ello, se debe fortalecer el estándar de garantías que la Constitución Nacional 
establece. En ese sentido, creo que tenemos dos o tres cuestiones importantísimas. Una es la del 
sistema carcelario, que conozco en forma personal y lo más detalladamente posible. He estado, como 
Juez Penal, mediando en motines en los que nos tiraban piedras y fierros. 


Por otro lado, está el abordaje del tema de las garantías, el de la seguridad pública. No 
podemos seguir teniendo cárceles como las que tenemos. Ni qué hablar que pienso que las personas 
que están en la cárcel algo hicieron y merecen una pena, pero no podemos pensar que se puede 
mantener un estándar de seguridad pública acorde, o medianamente razonable, con el sistema 
carcelario que tenemos hoy en día. Por lo tanto, propondría, dentro de esta Institución, la 
modernización del Decreto-Ley N* 17.470, respecto al tratamiento de los reclusos en el sistema actual. 


SEÑORA MOREIRA.- Me gustaría que nos contara cómo ve el rol de la instalación de una Institución 
de Derechos Humanos en el Uruguay. 


SEÑOR ÁLVAREZ PETRAGLIA.- Es indudable que el rol va a depender, fundamentalmente, de los 
objetivos que esa institución se marque. Si va a ser meramente un órgano burocrático que no tenga 
claro los objetivos a seguir, lo vería muy mal, pero si cumple, de acuerdo con la ley, la misión que se le 
asigne y despliega una tarea comprometida con el tema, será un rol fundamental. Si bien su rol es de 
recomendación al Poder Legislativo o a los distintos órganos que tengan injerencia en esos temas, 
pienso que en cuanto a la parte de difusión de las actividades, como ha sido el Comisionado 
Parlamentario para las Cárceles -si se cumpliera un rol similar, pero ampliando el espectro- podría 
llegar a cumplir una función fundamental de sensibilización en la sociedad y en el sistema político. 


SEÑOR MICHELINI.- A los efectos de que pueda expresar su punto de vista, voy a realizar una 
pregunta concreta. Según la visión del entrevistado, ¿a qué tres temas concretos debería abocarse la 
Institución Nacional de Derechos Humanos en el año próximo? 


SEÑOR ÁLVAREZ PETRAGLIA.- Creo que son tres los temas fundamentales a incorporar por la 
Institución. El principal es revalorizar el tema de la víctima en general dentro del Sistema Nacional de 
Derechos Humanos. Reitero: creo que el sistema en general, político, judicial y legislativo, le ha dado la 
espalda, quizás no queriendo, pero es una realidad constatable todos los días. En ese sentido, poner 
en práctica las recomendaciones dirigidas al mejoramiento de la atención a las víctimas en general y, 
en particular, hacer las recomendaciones pertinentes para que se adopten las medidas administrativas 
y legislativas, me parece que sería la principal actividad de la Institución en el próximo año. 


La segunda actividad concreta que creo necesaria sería hacer un relevamiento importante y 
una batería de propuestas con respecto a la situación actual del sistema carcelario, que a nadie escapa 
que está absolutamente en crisis. Tal vez, hoy en día, se estén haciendo más cárceles, pero esto no 
implica que estemos respetando lo que dispone la Constitución, en cuanto a que las cárceles no 
pueden ser un lugar para martirizar a las personas, sino para su resocialización, lo que, en este 
momento, no me parece que se esté cumpliendo. 


En tercer lugar, me parece que sería positivo que la Institución Nacional de Derechos 
Humanos hiciera una serie de recomendaciones al Parlamento para la ratificación de algunos tratados 
de Derechos Humanos que dicha Institución considere trascendentes, en el mismo sentido de que 
estamos hablando, tanto referido a las víctimas como a la situación del sistema carcelario. Insisto: 
estos son los dos grandes tema que, en mi opinión, ocuparían la preocupación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos en los próximos años. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿A qué tratados se refiere cuando dice que recomendará al Parlamento la 
aprobación de tratados internacionales que el país aún no ha aprobado? 


SEÑOR ÁLVAREZ PETRAGLIA.- Tal vez mi forma de expresión no haya sido demasiado técnica. Me 
parece que tendríamos que hacer un estudio de todos aquellos tratados por los cuales Uruguay esté 
obligado o se obligue a partir del futuro inmediato, que será este año o el año que viene en que entre 
en vigencia la Institución. Me refiero a poner el papel de la víctima y de la situación del sistema 
carcelario en primer plano. 


Si se me pregunta a qué tratado concreto me estoy refiriendo, debo reconocer que no sabría 
decirlo. Habría que estudiar específicamente la situación, junto a los demás integrantes y los asesores, 
para saber si estamos actualizados en el tema. Tal vez lo estemos, tal vez no; tendríamos que hacer 
una revisión, porque si Uruguay tiene una situación como la que palpo, con un sistema carcelario como 
el que tenemos, en el que la víctima pasa a un tercer o cuarto lugar, da la impresión de que no estamos 
"aggiornados" desde el punto de vista legislativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor Álvarez Petraglia. 
(Se retira de Sala el doctor Álvarez Petraglia) 
(Ingresa a Sala la doctora Mariana Blengio) 


Tenemos mucho gusto en recibir a la doctora Mariana Blengio. Queremos informar que la 
Comisión realizó consultas a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Corte Electoral a efectos de 
zanjar las eventuales interdicciones que plantea el artículo 45 de la ley. Tenemos la respuesta de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil pero no la de la Corte Electoral, de modo que esta entrevista se 
desarrollará sin ella. 


SEÑORA BLENGIO.- Tengo presente la observación que se me hace por parte de la señora 
Presidenta. 


En primer lugar, quiero expresar mi agradecimiento por la oportunidad que se nos brinda de 
presentar nuestras propuestas con relación al cargo al que se convoca. 


Además, aprovecho esta instancia para felicitar a los Legisladores por el paso dado con 
relación a la creación de una Institución de defensa, promoción y protección de los derechos humanos 
con alcance nacional, la que podrá llegar a proyectarse como un pilar del Estado de Derecho. 


Somos conscientes de que esta Institución se arraiga en la más profunda tradición del 
derecho positivo. Podríamos remontarnos a la Suecia de 1809 con la incorporación en su Constitución 
del vigilante de la administración. A partir de ahí, múltiples figuras de similar naturaleza se han 
instrumentado en el mundo entero. 


En lo particular, destaco la experiencia mejicana, con una Comisión de Derechos Humanos 
en cada uno de los Estados, además de una Comisión Nacional que abarca todos los ámbitos. A eso 
debe agregarse en el ámbito de la Universidad Nacional Autónoma de Méjico, UNAM, la Comisión de 
Defensa de los Derechos Universitarios. Se trata de una larga experiencia que hemos podido compartir 
con Méjico, a raíz de visitas de estudio, de apoyaturas en la tarea de educación y de trabajos con las 
organizaciones no gubernamentales en dicho país. 


¿Cuál es la relevancia de la Institución y la importancia de su arraigo en el derecho positivo? 
Este no es un invento del siglo XXl sino que tiene su arraigo, su tradición, con distintas versiones, 
porque cada país le da el perfil o la forma que considera adecuada a su cultura y a su propia tradición. 
Constituye una garantía específica de los derechos humanos y su existencia atañe a la consolidación 
de la democracia. Como todos sabemos, el Derecho necesita de garantías. En tiempos lejanos, 
podemos rastrear la consagración del hábeas corpus como una garantía a la libertad, a la vida y a la 
integridad. Luego tenemos el amparo, recientemente legislado en Uruguay, más allá de lo que prevé la 
Constitución del "habeas data". Esta es una nueva garantía específica que se suma a las que ya están 
funcionando en Uruguay con el mismo tenor. 


La propuesta debería entusiasmar al Uruguay entero, porque consiste, nada más y nada 
menos que en la consagración de esta nueva garantía de la libertad y el derecho de las personas. Es 
una oportunidad de transformación ciudadana por la vía de la discusión, el debate y la acción. 


Como ustedes comprenderán, asumir este desafío, para alguien como yo, que dedica gran 
parte de su tiempo y existencia a promover aspectos previstos en la ley, constituye más que una 
motivación; es algo así como la posibilidad de desarrollar todas aquellas ideas y propuestas que 
emergen del estudio y la comprensión de los problemas y la búsqueda de un mundo mejor. 


Precisamente, tengo aquí la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión de Derechos 
Humanos del 30 de agosto de 2006. Esta reunión tuvo algunas particularidades; sé que algunos de los 
presentes las recordarán cuando las mencione. La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de 
Representantes, en virtud de una invitación que me compete, participó activamente en un ciclo de 
educación que desarrollamos como coordinadoras de la Cátedra UNESCO de Derechos Humanos, 
desde el año 1999 a la fecha. 


En 2006, bajo el título "Derecho a la Participación Ciudadana", la Comisión sesionó en el 
Paraninfo de la Universidad. Fue muy especial ver allí a sus integrantes, así como a la Secretaría, los 
taquígrafos, etcétera; recuerdo que estuvo alguno de los Diputados aquí presentes, que también era 
Legislador en aquel período. Precisamente, lo que se abordó en esa oportunidad, en 2006, fue el 
proyecto de una institución nacional de los derechos humanos. Esa actividad caló muy hondo en las 
480 personas que estuvimos en esa sala -que es el máximo recinto de la Universidad de la República- 
y me animo a decir que también lo hizo en el sentir de los Representantes Nacionales. Tal vez esa fue 
experiencia poco inédita y común, pero permitió proyectar el compromiso que conlleva la gestión 
parlamentaria con la gente. 


Después de esta introducción, voy a hacer algunas propuestas. Se basan en el estudio de 
las dos normas que rigen la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, es 
decir, la Ley N* 18.446 y la Ley N* 18.806. 


Tal como establece el artículo 1% de la Ley N* 18.806, esta es una institución del Poder 
Legislativo. Además, tiene tres cometidos fundamentales -es necesario hacer una gran síntesis para 
desarrollar propuestas en tan poco tiempo-: la defensa, la promoción y la protección de los derechos 
humanos en toda su extensión. Estamos hablando de derechos civiles, políticos, económicos, sociales 
y culturales. No hablamos de la generación de estos derechos, sino de la naturaleza intrínseca de cada 
uno de ellos. 


Esta Institución tiene funciones consultivas y de cooperación, que abarcan todo nuestro 
ordenamiento jurídico: la Constitución -como máxima expresión de nuestro Derecho- las leyes y el 
ordenamiento internacional, con todo lo que implican los distintos Órganos, los mecanismos de control y 
su monitoreo. 


Esta institución debe ser jerarquizada a través de sus miembros para construir un verdadero 
órgano de consulta, independiente y diverso, objetivo y sólido, y para que quien consulte o reciba sus 
recomendaciones, sugerencias o propuestas sepa que detrás hay fundamentos jurídicos que 
acompañan el desarrollo del individuo y su proyección con relación a la vigencia del Estado de 
derecho. 


Otra función fundamental es la protección y defensa de los derechos humanos. Se trata de 
una función no jurisdiccional, que abarca todo el Estado. Esta parte es muy interesante. El alcance 
-establecido en el artículo 5%- incluye personas públicas no estatales y demás; ustedes conocen esto 
perfectamente. 


Además, se requiere una tarea previa inicial, la división por temáticas -de modo de ir 
abarcando el universo de protección- y el diseño de un reglamento o protocolo con el cual se trabaje en 
relación al trámite de la queja. 


Estas discusiones preliminares dependerán de ese formato inicial y de ellas dependerá en 
gran medida la eficacia de esta institución. 


Cabe aclarar que esta institución no sustituye al Poder Judicial en ningún caso. Tampoco 
suplanta al poder político. Y erróneo sería el enfoque de quien pretendiera transformarla en un poder 
ejecutivo. Deberá cumplir su labor teniendo en cuenta las denominadas cinco ¡ latinas. Esto figura en 
un trabajo del doctor Cagnoni, con quien colaboramos hace mucho tiempo. Según él, una institución de 
este tipo debe ser independiente, imparcial, hacer un procedimiento inquisitivo, informal e influyente. 
Se refiere a la influencia en la opinión pública, porque de eso se trata la protección no jurisdiccional de 
los derechos humanos. 


En esta ley se incluyó un Capítulo denominado "Disposiciones transitorias y especiales". En 
el artículo 83 se establece una función relevante, que es el mecanismo nacional de prevención de la 
tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes. Este mecanismo supone un examen o visita 
periódica a los lugares de detención de las personas privadas de libertad y la formulación de 
recomendaciones en tal sentido. Cuanto más abiertos sean los países y los lugares de detención, tan 
amplio como lo establece el protocolo ratificado por el Uruguay, menos serán los abusos que ahí se 
cometan. 


La violación de los derechos de las personas detenidas puede resultar de una deliberada 
política represiva del Estado, pero, en muchos casos, en las democracias del siglo XXl, se da como 
consecuencia de la falta de infraestructura o de la capacitación adecuada del personal que ahí trabaja. 
Esta función exigirá a la institución una sección especial que se dedique a ello 


Puedo profundizar más sobre este punto, pero quiero destacar que la coordinación con el 
Comisionado Parlamentario será ineludible, aún cuando el mandato es más amplio. Asimismo, será 
necesario realizar un trabajo de campo previo para ver con qué nos vamos a encontrar, aprovechando 
esta experiencia que ya tenemos en el Uruguay. 


Por último -puedo avanzar y profundizar mucho más en esto, pero el tiempo me exige ser 
muy sintética- quiero destacar la función de promoción. Como lo establece la ley, se trata de una 
función de educación, de capacitación. Esta función es esencial en una institución de esta naturaleza. 
En ese sentido, el caso mejicano es sumamente interesante. 


Mi propuesta inicial consiste en dar a conocer esta institución, presentarla y someterla al 
pueblo, pues es una institución del pueblo, tal cual la renombró el Legislador en el año 2011. Asimismo, 
hacer que la población la conozca: el individuo de a pie, el estudiante, el docente, el profesional, el 
policía y el militar. Destacar que se trata de una institución amiga y respetuosa del derecho y de las 
instituciones; democracia de las instituciones democráticas. Una democracia que no está exenta de 
violaciones a los derechos humanos en el hoy, que se nutre de la historia de los derechos humanos y 
de su memoria 


En este campo hay un capítulo especial sobre este tema, sobre el cual voy a hacer una 
pequeña apreciación. 


Nosotros damos clases en la Escuela de Policía. Es una tarea agotadora, porque nos 
llevamos preguntas y comentarios sumamente fuertes de cincuenta Agentes de Segunda que patrullan 
y trabajan también con la gente. Considero que esa función es sumamente interesante, necesaria e 
ineludible para esta Institución Nacional de Derechos Humanos. El policía no siente lo que sentimos 
cada vez que entramos a clase el primer día -luego va mejorando- que es que esta señora -como nos 
llaman ellos- no va a hablarles de sus derechos, sino de los derechos de otro. Luego de que les 
hacemos ver que la Constitución Nacional es "su arma", la única y la más importante, se dan cuenta de 
la relevancia de su función. 


Quiero terminar diciendo que somos conscientes de que uno de los caminos que puede 
reencontrar a los seres humanos en la maravillosa experiencia del vivir es hacerlo en clave de 
derechos humanos. Con ese lema siempre hemos trabajado: Vivir en clave de derechos humanos. 


Retomando lo que dije al comienzo, más allá de cualquier veredicto final y conformación de 
este comité directivo, reitero mi felicitación por contribuir a construir esta obra. La construcción de los 
derechos humanos es una obra que no tiene fin. 


SEÑOR MICHELINI.- Concretamente, si tuviera que mencionar tres puntos sustantivos con relación a 
lo que debería abocarse la Institución Nacional el próximo año ¿cuáles destacaría? 


SEÑORA BLENGIO.- Nosotros nos centramos en las tres funciones que desarrolla esta Institución: la 
defensa, la protección y la promoción de los derechos humanos. Por lo tanto, creemos que en el marco 
del mandato legal, en primer lugar, tenemos que hacer un estudio de la situación y una primera 
introducción con quienes integren el comité directivo, a los efectos de conformar el trabajo que se va a 
llevar adelante. 


Esta no es una institución unipersonal, así que lo que uno aporta deberá convenirlo. Nosotros 
sabemos muy bien lo que significa trabajar en equipo porque siempre lo hemos hecho, y esto supone 
un trabajo en equipo. Por lo tanto, lo que yo pueda decir acá depende también de quién compartirá 
esta tarea conmigo. 


En segundo término, debemos preguntarnos cómo vamos a instrumentar esta función, 
porque tenemos un mandato del Legislador a través de la ley, que es sumamente extensa si 
analizamos sus competencias y atribuciones. Tenemos muchísimas cosas para hacer. Ojalá que mis 
hijos y mis nietos vean los cien o doscientos años de esta Institución y puedan decir todo lo que se 
hace. Quizás en el primer año, como ocurrió con el Comisionado Parlamentario o con el Defensor del 
Vecino, haya que hacer un estudio, un mapeo de la situación, delimitar las grandes áreas de trabajo, 
prestar atención a lo que es una prioridad, como algunas funciones concretas, y empezar a trabajar 
con una gran visión en un proyecto que tal cual lo ordena la ley llevará cinco años, sujeto a una posible 
reelección. 


Entonces, lo primero que hay que hacer es trabajar en un equipo de conocimiento previo de 
las personas, analizar los campos y cómo nos vamos a dividir el trabajo sin salir del mandato legal. El 
Legislador fue muy claro en eso. Hay que ver cómo articulamos con el Poder Ejecutivo, con una 
comisión que fue creada el año pasado para colaborar con todo el monitoreo de los órganos 
internacionales que fueron creados por los tratados y con los informes que el Uruguay debe presentar 
ante los distintos órganos de Naciones Unidas y del Sistema Interamericano. Asimismo, deberemos 
tener en cuenta las observaciones que estos órganos nos emiten y analizarlas. 


Por otro lado, nuestra función con el Poder Legislativo es fundamental, porque somos un 
órgano de este Poder. Por lo tanto, hay que ver cómo se aceita una vinculación importante. La ley 
permite un abanico enorme e infinidad de posibilidades con relación a convenios o articulaciones, y ni 
que hablar con el Parlamento, con el Poder Ejecutivo, con otras organizaciones sociales, no 
gubernamentales, con las distintas instituciones terciarias e, inclusive, con las instituciones de primaria 
o de secundaria y con el Ministerio del Interior, con todo lo que significa la capacitación de los 
funcionarios. 


Es una tarea titánica. En un primer año, me animo a decir que primero tengo que trabajar en 
equipo. Siempre le pregunto a mis alumnos qué diferencia hay entre lo que necesitan un tenista y un 
futbolista para triunfar. Evidentemente, el futbolista necesita al equipo; el tenista, salvo que juegue un 
doble, gana solo. En este caso, se necesita el equipo. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, quiero felicitarla por lo ordenado de su exposición. 


En segundo término, voy a hacer una pregunta un poco genérica a partir de su experiencia y 
conocimiento sobre la situación de los derechos humanos en otros países. Usted ha realizado cursos 
de especialización en Francia y España. También ha mencionado el caso de México. Yo quisiera saber 
cuáles son, a su juicio, los principales avances y rezagos que tiene el Uruguay en materia de derechos 
humanos en virtud de su conocimiento de otras institucionalidades de derechos humanos en el mundo. 
Si bien es una pregunta genérica, creo que con su conocimiento la podrá contestar. 


SEÑORA BLENGIO.- Creo que acá lo fundamental -me remito a la ley- es trabajar los derechos 
humanos en toda su extensión. De lo que he visto en otras experiencias que me ha tocado vivir y sobre 
todo aprender -cuando voy al exterior, a la Escuela de Policía, a Formación Docente en el IPA, donde 
también dicto clases, a la Universidad o a un centro privado- puedo decir que me nutro, me enriquezco 
y, en realidad, la que aprende soy yo. Y en el exterior aprendo mucho, sobre todo, de la diversidad 
cultural. Uno no se puede imaginar que todo es igual, que los derechos humanos, si bien son 
universales, no están entrañados en lo que es la diversidad cultural 


Entonces, aprender de esa diversidad cultural y comprender que no podemos decir que todo 
es universal y que no existen particularidades sería no comprender lo que uno ve en otros países. 


Me animo a decir que aquí necesitamos una visión renovadora de un trabajo en derechos, 
así como lo han hecho en otro lugares, trabajando los derechos civiles, políticos, económicos, sociales 
y culturales desde la visión de que todo parte de la existencia del ser humano. Entonces, la propia 
existencia del ser humano nos obliga al cumplimiento de las satisfacciones básicas y de los derechos. 
Eso se ve en muchos países que tienen una preocupación constante en que haya cursos de 
capacitación y por eso nos invitan. Lo hacen para que uno también arroje la experiencia del Uruguay, la 
cuente y la comparta, porque hay una apertura, una necesidad -siempre me ha tocado ir a países en 
los que se puede hablar de los derechos humanos y, por supuesto, con diferentes ideas por lo que uno 
se encuentra con posiciones muy distintas- un consenso y una armonía en la necesidad de que todos 
se capaciten. Eso entra ya en la escuela, en los niveles iniciales. 


Por lo tanto, a mí no me asusta cuando vamos a dar una conferencia a una Universidad en el 
exterior y luego nos dicen: "Profesora, ¿no se anima a ir a este centro? Por ejemplo, en México, nos 
llevaron a un centro muy especial, muy chiquito en el que, por supuesto, no hay micrófonos, no hay 
cámaras, pero en el que hay gente con la que uno aprende. Entonces, uno habla de derechos de la 
mujer, pero le está hablando a una mujer que no es aquella con la que nosotros muchas veces 
tratamos en el Uruguay. Es esa misma esencia de mujer, pero sumergida en otra realidad que ella 
exige que se le comprenda para poder hacer valer su derecho, porque si no comprendemos su realidad 


muy difícilmente vamos a hacer que ella se empodere y logre, efectivamente, hacer valer su derecho a 
la existencia y todo lo que eso conlleva. 


Por supuesto que si compartimos la tarea con algunas instituciones que nos han pedido que 
visitemos instituciones en las que hay gente privada de libertad, uno puede constatar todo lo que falta 
por hacer, pero en la conciencia del que está trabajando con el privado de libertad. 


SEÑOR ESPINOSA.- Deseo felicitar a la doctora Blengio por su presentación. 


Quisiera realizar dos preguntas. En primer lugar, en lo que refiere a la interacción, motivación 
que ha estado desarrollando plenamente en su actividad, ¿cuál es el grado de interacción que usted 
cree debe tener la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo con otros 
organismos e instituciones vinculadas al tema? 


En segundo término, quiero conocer qué rol debería jugar la institución en los ámbitos de la 
enseñanza, para promover la defensa y los derechos humanos en el país. 


SEÑORA BLENGIO.- Considero que es ineludible la coordinación con las otras instancias, si esa es la 
pregunta y para ser bien concreta, de protección no jurisdiccional. Justamente, estamos terminando 
una investigación que versa sobre un análisis acerca de las incidencias de las recomendaciones del 
Comisionado Parlamentario a nivel general. Esto es muy interesante, si bien me llevó un trabajo chino, 
ya que tuve que leer todas las versiones taquigráficas de la sesión de la Comisión Especial para el 
Seguimiento de la Situación Carcelaria. Ahí uno va viendo cómo es esa tarea que realiza el 
Comisionado junto con la Comisión y, a su vez, a través de la acción de todos ustedes, cómo eso va 
para todos lados. Por ello creo que esa articulación es fundamental; esa experiencia es muy 
importante. Lo mismo sucede en el ámbito departamental con el Defensor del Vecino. Reitero: la 
articulación es esencial y creo que haber implantado el mecanismo en estas disposiciones transitorias 
es algo que conlleva inevitablemente a coordinar con el Comisionado y con otras instituciones que se 
puedan crear. 


Con relación a la enseñanza, les voy a dejar una memoria 2010 en la que se explica todo lo 
que hemos hecho. Creemos que esa enseñanza en derechos humanos es vital, pero no significa que 
sea un coto cerrado sino que tiene que ser sumamente capaz de vincularse con los protagonistas de la 
enseñanza, los que hoy están trabajando allí y están obligados por la Constitución y las leyes a trabajar 
allí. Esa coordinación es esencial. A partir de ahí, la imaginación es enorme. 


Nosotros hemos llevado maestros a las cárceles. ¿Por qué se lleva un maestro a las 
cárceles? Porque este, muchas veces, trata con alumnos cuyos padres están en la cárcel. No es lo 
mismo que verlo en la televisión. ¿Por qué se llevan profesores a recorrer los memoriales? Porque 
tenemos que comprender determinadas cosas. Recuerdo que un año convocamos a los arquitectos 
que habían construido los memoriales, para que explicaran desde el punto de vista de su disciplina, por 
qué habían construido esa obra, en qué se habían basado. Eso es educar en derechos humanos. No lo 
podemos circunscribir a hacer una maestría. ¡Ni qué hablar! Ojalá que acá hubiera una maestría o un 
doctorado en derechos humanos. Pero esta es una labor de campo, una labor cotidiana, es esa labor 
que se hace a nivel también de la Policía, de los militares; es una labor conjunta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a realizar una pregunta muy breve que me surge a raíz de esta última 
intervención. 


Cuando acá se habló de la educación en derechos humanos, me gustaría que definiera con 
precisión cuáles son los límites de la institución nacional con respecto a la Dirección Nacional de 
Derechos Humanos, que existe a nivel del Ministerio de Educación y Cultura, y cómo -al igual que 
preguntó el señor Diputado Espinosa, que tiene que ver con la enseñanza, no sé si vinculada a 
derechos humanos o al rol de la institución vinculada a la enseñanza en general- podría estar trabajado 
en función de las autonomías de la educación. Por ello, me gustaría conocer la definición respecto a 
esos otros organismos que existen, que tienen funciones específicas en materia de derechos humanos 
en nuestro sistema de trabajo en el Poder Ejecutivo, la Comisión de Derechos Humanos del Poder 


Legislativo, es decir, cómo estaría viendo la presencia de esta nueva institución en función de las 
atribuciones que tienen algunos ámbitos que ya existen en materia de derechos humanos. 


SEÑORA BLENGIO.- Primero, como señala la ley, hay una coordinación prevista a texto expreso en la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura. Si quienes trabajan en la 
enseñanza consideran que esta institución va a ser alguien que les va a quitar un lugar, están 
totalmente equivocados. Acá la premisa es la coordinación y, por supuesto, no invadir autonomías que 
están establecidas en la Constitución. En realidad, la premisa consiste en analizar cómo se puede 
articular esta Institución para que coopere y desarrolle su actividad conjuntamente con la Dirección de 
Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura -es muy interesante que se haya creado una 
Dirección de esas características en un Ministerio de esta naturaleza- pero también con la Dirección de 
Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, ya que con ella también podríamos 
articular nuestro trabajo. Por supuesto, creo que tenemos que articular nuestro trabajo con esas 
Direcciones, porque aunque la Ley no lo mencione a texto expreso, debemos tener en cuenta las 
competencias que están establecidas en el artículo 4”. 


Por otra parte, también debemos establecer contacto con las autoridades de la enseñanza, 
ya que debemos trabajar en equipo, lo cual es muy importante. En realidad, si nos dedicamos a cuidar 
nuestras "chacras" no vamos a realizar nuestro trabajo con el espíritu que plasmó el Legislador, quien 
buscaba que esta Institución ayudara, cooperara y contribuyera con el resto de los organismos que 
trabajan en esta materia. Por supuesto, las ideas que surjan de nuestro equipo de trabajo se 
propondrán a los demás organismos, ya que nadie va a violar ningún tipo de autonomía. Si alguien 
tiene temor de que eso suceda, está totalmente equivocado, ya que no creo que a ningún integrante de 
este Consejo -una vez conformado- se le ocurra desconocer la Constitución violando autonomías. Creo 
que si eso sucediera se daría un triste fracaso, y en forma inmediata. 


Por otro lado, entiendo que de la lectura de la Ley de creación del Comisionado 
Parlamentario y del Defensor del Pueblo se desprende que quienes ocupen esos cargos deben cumplir 
una función educativa. Pero, en realidad, el Comisionado ha salido a "apagar incendios" -utilizando una 
metáfora- con todo lo que eso implica; además, tiene que preocuparse de que no haya, por ejemplo, 
omisiones con respecto a la salud, a fin de no tener que presentar una denuncia por omisión de 
asistencia o malos tratos, crueles, inhumanos y degradantes. Ojalá que esta Institución tenga tiempo 
para ocuparse de estas cosas, porque, en realidad, si el Comisionado no lo hizo, no fue por desinterés, 
sino porque no pudo. Cabe aclarar que nosotros invitamos muchas veces al Comisionado 
Parlamentario y al Defensor del Pueblo para que hablen de su trabajo, ya que hay gente que consulta, 
por ejemplo, si puede exponer una queja al Defensor a través de Internet, si necesita un abogado para 
ello o si puede contarle que tiene un familiar preso. La gente no sabe estas cosas y nosotros les 
decimos que pueden hacer todo eso; en realidad, nos hemos secado la lengua explicando este 
mecanismo. Lo hemos presentado socialmente en muchísimos lados, a fin de que la gente lo entienda, 
ya que es una institución para el pueblo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de ceder el uso de la palabra al señor Legislador Lorier quiero aclarar 
que la entrevista que debíamos realizar a la hora 10 y 30 se llevará a cabo el próximo lunes debido a 
que esta persona se encuentra en el exterior del país. De todos modos, debemos ceñirnos al tiempo 
establecido a fin de recibir en hora a los demás candidatos. 


Por tanto, solicito al señor Legislador Lorier que sea breve en su intervención, y a la doctora 
Blengio que responda las preguntas en pocos minutos. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera consultar a la doctora Blengio sobre la importancia que ella le otorga a 
aquellos derechos que tienen que ver, por ejemplo, con un trabajo digno y una salud, una vivienda y 
una educación adecuadas de vastas masas de nuestra educación que pueden tener dificultades al 
respecto. En realidad, nos gustaría saber qué importancia le da a estos temas relativos a los derechos 
humanos y qué medidas adoptaría, en caso de integrar la Institución, para promover e impulsar estos 
derechos fundamentales de nuestros compatriotas. 


SEÑORA BLENGIO.- Es una pregunta preciosa. 


En realidad, creo que hay que trabajar coordinadamente con aquellos que lo hacen en la 
educación formal, pero también es muy importante trabajar en la educación no formal. Creo que 
debemos apostar a nutrir a la sociedad en la capacitación a la que alude el señor Legislador Lorier, en 
todas las esferas. 


Podríamos decir que los derechos enumerados por el señor Legislador son de naturaleza 
social, económica y cultural. En verdad, me da mucha pena constatar que hay una niñez y una 
juventud a la que nadie puede llegarle, pero hay que tratar hacerlo. Creo que debemos analizar si nos 
estamos poniendo en una posición que genera rechazo; si es así, seguramente, nunca vamos a 
llegarle a esos niños. Por ello, debemos tratar de ganarnos su confianza. En ese sentido, vuelvo a la 
experiencia de la Escuela Nacional de Policía. En la primera clase es difícil que alguien mire a los ojos 
a quien está frente del grupo; por lo general, eluden la mirada, muchos están con su celular y no 
prestan atención, y hay otra gente que está leyendo algo que no tiene que ver con el tema. Entonces, 
debemos descubrir cómo llegar a esos niños y jóvenes. En ese sentido, hay un texto de Pérez Aguirre 
muy interesante para leer, que dice que hay que ponerse en el lugar del otro. En realidad, uno solo 
comprende distintas situaciones cuando está en el lugar del otro; quizás uno pueda llegar a 
comprender lo que es ser una mujer sola que tiene que luchar por sus hijos sabiendo que a nadie le 
interesa lo que le puede pasar si lo ha vivido. Si es así, quien deba trabajar con esas mujeres no se 
equivocará más, porque sabrá cómo hablarle a esa persona que esta en la misma situación. Pero 
también puede suceder que el trabajador nunca haya vivido una situación así; entonces, para poder 
ayudar a esa persona, deberá aproximarse y comprender la realidad que vive. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido muy clara la explicación realizada por la doctora Blengio. 


En realidad, me excedí en el permiso otorgado y, con justa razón, se me ha reclamado que 
nos atengamos al tiempo disponible para cada candidato. Por tanto, creo que podríamos dar por 
finalizada la entrevista, no sin antes agradecer la presencia de la doctora Blengio. 


SEÑORA BLENGIO.- En realidad, yo les agradezco a ustedes y vuelvo a felicitarlos y a desearles 
mucha suerte en esta labor. 


Por supuesto, si lo desean, puedo enviarles cualquier tipo de material que deseen. 
(Se retira de Sala la doctora Mariana Blengio) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Informo a los integrantes de la Comisión que a la hora 11 recibiremos al 
doctor Pablo Chargoñia, debido a que la doctora Lilián Celiberti concurrirá a la entrevista el próximo 
lunes, ya que en este momento se encuentra en Bolivia. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Es la hora 10 y 33) 
(Ingresa a Sala el doctor Pablo Chargoñia) 


-La Comisión da la bienvenida al doctor Pablo Chargoñia. Hemos pedido asesoramiento a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Corte Electoral sobre eventuales impedimentos que figuran en 
el artículo 45 de la Ley N” 18.446. Tenemos respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero 
aún no de la Corte Electoral. Por lo tanto, queremos informar a todos los postulantes que aún no 
contamos con esa información. 


SEÑOR CHARGONÑIA.- El primer aspecto que quiero manifestar es la motivación para la postulación. 
Voy a decir acá lo mismo que dije ante las organizaciones sociales que me solicitaron que me postulara 
-SERPAJ, CRYSOL, la Mesa Permanente contra la Impunidad y el PIT-CNT-: lo considero un honor y 
una obligación, debido a que conozco la forma de actuación de las organizaciones sociales y el valor 
de su aporte desde la sociedad civil, a niveles de gesta heroica cívica. Cuando me piden que me 


postule -reclaman a alguien de mi perfil para postularse y, eventualmente, integrar la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo- se me hace imposible decir que no. 


En 1999, cuando "Tota" Quinteros me pidió que la ayudara a buscar a su hija -la maestra 
Elena Quinteros- aún desaparecida, comencé a entender en profundidad las enormes dificultades que 
tiene la sociedad civil, precisamente, en la defensa de los derechos humanos, no solo respecto a los 
crímenes del Estado, sino a todos los derechos humanos. Esa comprensión me lleva a la convicción 
más profunda del valor de las organizaciones sociales, toda vez que se trata de la defensa de los 
derechos humanos. 


Pero está claro que no es esa la única motivación, aunque sí es la más fuerte. Creo que la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo -dados sus cometidos, sus 
atribuciones y la autonomía con la que va a contar el Consejo Directivo- constituye una instancia 
institucional de enorme valor en la protección de los derechos humanos en el Uruguay. Personalmente 
creo que es posible desarrollar, desde esta instancia estatal, esta tarea con las mismas convicciones y 
con el mismo principismo con que desarrollo la tarea militante, con la posibilidad adicional de la 
dedicación a tiempo completo, diferencia importante cuando uno asume este tipo de labor como 
militante honorario, que es mi caso. 


Respecto al Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos, quiero manifestar 
los tres rasgos más importantes. Uno, es la internacionalización. Los derechos humanos tienen un 
rasgo de progresividad e internacionalización. El segundo elemento que me parece clave cuando se 
habla de Sistemas Internacionales de Protección de Derechos Humanos es el diálogo constructivo 
entre el sistema y los Estados nacionales. El tercer rasgo refiere a la importancia de las organizaciones 
de la sociedad civil, aun en diálogo con el sistema de protección internacional. 


La internacionalización es un concepto que me parece clave. A mediados del siglo XX se 
advirtió que los Estados nacionales tenían ciertas dificultades en la producción de normas adecuadas y 
eficaces de protección de los derechos humanos, con lo que se llegaba a la instancia de los tratados, 
convenios y pactos para definir más adecuadamente los derechos humanos, a partir de un consenso 
planetario, ecuménico, derechos que no pueden ser postergados por ninguna decisión estatal nacional. 
El segundo rasgo, además del derecho convencional, la enunciación de derechos preexistentes, es el 
elemento de sistema orgánico, los pactos de vigilancia, de cumplimiento de los deberes internacionales 
de los Estados en esta materia. 


Entonces, ese fenómeno de internacionalización tiene que ser cabalmente comprendido toda 
vez que es el producto de la convicción de ciertas debilidades que los Estados nacionales pueden 
tener en la enumeración de los derechos y, fundamentalmente, en las garantías de los derechos. Este 
es un aspecto que me parece de singular trascendencia, porque en estos temas no basta la 
enunciación: es necesario analizar la eficacia en la protección, es decir, cuáles son los mecanismos 
más eficaces para el pleno respeto de los derechos humanos. 


El diálogo constructivo, que es el segundo elemento, tiene que ver con esta comprensión de 
la naturaleza de los derechos humanos. Ese diálogo supone que los Estados nacionales deben advertir 
que cuando se llega a un consenso ecuménico, un consenso planetario, eso constituye un piso, un 
mínimo de protección por encima del cual se puede edificar una convivencia democrática avanzada. Y 
si la sociedad planetaria llega a ese mínimo consensuado, eso debe ser entendido por cada uno de los 
Estados nacionales. Ese diálogo, reclamado por el sistema orgánico de protección universal y de 
protección regional de los derechos humanos, se traduce en los informes pedidos, en los informes 
brindados, en los informes reservados, en los informes públicos, en las comparecencias, en las 
respuestas de los Estados nacionales ante las denuncias, de modo de lograr en la convergencia la 
convicción profunda del Estado nacional de que ese mínimo de protección no puede ser descendido y 
de que si fallan los mecanismos garantistas de protección de los derechos humanos, tienen que ser 
corregidos. 


El tercer elemento que me parece valioso desde el punto de vista del Sistema Universal de 
Protección de los Derechos Humanos -o del regional- es la participación de la sociedad civil. Las 
organizaciones de la sociedad civil tienen dos consultivos ante diversas instancias del Sistema de 
Protección de los Derechos Humanos. Tienen esto y el propio sistema lo reclama, porque la sociedad 


civil está en contacto directo con el problema -para decirlo en forma breve- lo anuncia, lo preanuncia, 
alerta sobre los peligros de violación de los derechos humanos. Entonces, este sistema funciona mejor 
cuanto más participativo y democrático es. No funciona adecuadamente como una burocracia de 
expertos sin vínculo con la realidad social, sino en forma participativa y democrática toda vez que se da 
entrada a las organizaciones de la sociedad civil. 


Planteo esto en estos términos porque cuando me refiera al último tema, relativo a la visión 
sobre los derechos humanos en Uruguay y el rol de la Institución Nacional de Derechos Humanos, lo 
quiero retomar. 


A continuación, me voy a referir a la situación de los derechos humanos en Uruguay. No voy 
a tener la mirada de la superestructura jurídica. En ese plano, Uruguay adhiere a los tratados 
internacionales, tiene una legislación de avanzada. ¿Por qué no quiero tener esta mirada, que desde 
luego es valiosa, que implica hacer una enumeración del estado de adhesión a los tratados 
internacionales o de la progresividad en la legislación de protección a los derechos humanos? Porque 
no basta. Sería una mirada limitada. Por debajo de la superestructura jurídica está la realidad de todos 
los días, la realidad de la vida verdadera. Ahí es donde se mide la exacta situación, el grado de 
aceptación y de respeto de los derechos humanos y los riesgos de su violación presente o futura. 


Entonces, en ese contexto de la vida verdadera, de la vida material, uno tiene que pensar 
dos o tres cosas acerca de la posible situación. Una, es el nivel de enumeración de esos derechos: si 
Uruguay advierte o no advierte las nuevas formas de violación de los derechos, en qué estadio está, 
por un lado, comparativamente con otros países o con su propia historia, en la enunciación de los 
derechos humanos, en su conceptualización y, por otro -lo que, insisto, es trascendente- en la eficacia 
de la protección, a qué nivel estamos en materia de respaldo institucional al cumplimiento, al goce, al 
usufructo real y efectivo de los derechos humanos, y qué tan preparado está Uruguay para alertar 
-quiero subrayar esto- de los peligros de las futuras violaciones de los derechos humanos, es decir, no 
solamente cuán preparado está cuando la lesión ocurrió, sino para advertir la posible lesión que ocurra 
en el futuro. Entonces, sin pretensión de taxatividad -por el tiempo que disponemos y por la vastedad 
del tema- quiero señalar algunos asuntos que me parecen importantes cuando se trata de la situación 
de los derechos humanos en Uruguay. 


Inevitablemente tengo que hablar de la lucha contra la impunidad. Uruguay ha hecho 
avances significativos, importantes, pero entiendo que tiene que haber una política de Estado activa 
particularmente con respecto a la búsqueda de los detenidos desaparecidos y al auxilio del sistema 
judicial en la compleja tarea del análisis de la responsabilidad. 


Redondeo con dos o tres temas más. Uno es la búsqueda de caminos alternativos al estado 
actual de la opinión sobre la inflación penal. Creo que la situación de los detenidos, de los presos, de 
los adolescentes infractores tiene que ser objeto de una mirada distinta a la de la inflación del castigo. 


La segunda mirada que tiene que analizarse en el sistema uruguayo es el rechazo a un 
modelo cultural patriarcal, violento y discriminador, que tiene extremos dramáticos en materia de 
violencia doméstica. 


El rol de la Institución de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo debe ser de guía, de 
referencia, no con pretensión de pontificar sobre el tema pero sí de ubicarse a la vanguardia y no a la 
retaguardia en materia de derechos humanos. Debe tener un rol preventivo, de alerta, de anuncio, de 
preanuncio de posibles riesgos de violación de derechos humanos. Tiene que ser una institución eficaz 
porque los derechos humanos se protegen segundo a segundo y porque en este tema cualquier 
demora es la más absoluta negación del bien a proteger. Tiene que proteger al denunciante de todas 
las maneras posibles porque sin denunciante y sin denuncia la Institución moriría de inanición. 


Finalmente, hay que ser conscientes de que la primera integración de la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo va a ser un modelo de actuación. Por lo tanto, no debe 
cometerse el error del burocratismo, de la ritualidad ni de la búsqueda del lucimiento personal. Será la 
primera integración de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo una guía 
y Una referencia para integraciones futuras. Hay mucha expectativa social; por eso es muy importante. 


SEÑOR PUIG.- Usted hacía referencia a la necesaria armonización entre lo que definió como la 
superestructura jurídica en el país -la cual catalogó de avanzada- y su aplicación en la vida verdadera. 
Desde su punto de vista, ¿cuál sería el rol a cumplir por la Institución Nacional de Derechos Humanos 
y Defensoría del Pueblo en lo que tiene que ver con los derechos económicos, sociales y culturales? 


SEÑOR CHARGOÑIA.- En mi opinión, la pobreza y la injusta distribución de la riqueza tienen que ver 
con los derechos humanos. En sociedades de pobreza, de desigualdad social, de discriminación por 
razones socioeconómicas, los derechos humanos no se respetan cabalmente. Sin democracia 
tampoco hay distribución de la riqueza; de modo tal que lo primero que tiene que hacer la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo es tener una conceptualización de la 
interdependencia e interconexión de los derechos de la primera generación, como suele llamarse a los 
derechos civiles y políticos, y los derechos sociales, económicos y culturales. 


Se me ocurre que tiene un rol importante en el vínculo y el diálogo, por ejemplo, con la 
Inspección General del Trabajo, entidad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social encargada, 
precisamente, de los derechos humanos laborales, concepto que hay que instalar en la discusión, 
particularmente cuando se intenta democratizar la relación capital-trabajo y cuando en la sociedad 
posmoderna la precariedad, la fugacidad de las relaciones de trabajo ponen en cuestión o recuestionan 
los derechos humanos laborales en términos distintos a los del siglo XX. 


SEÑOR POSADA.- La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo es un 
órgano colegiado. Ante la vastedad del tema derechos humanos, me importa escuchar una reflexión de 
su parte en relación a cómo imagina el cumplimiento de esa función por parte de un órgano colegiado. 
¿Cree que lo conveniente sería la especialización de los distintos miembros? 


SEÑOR CHARGONÑIA.- Todas las semanas participo como asesor en un órgano colegiado que es el 
Consejo de Educación Técnico Profesional. Tengo para mí como una verdad indiscutible que los 
integrantes de un órgano colegiado pluripersonal tienen que estar en permanente diálogo, deben 
conversar en forma cotidiana. Imagino una eventual distribución de tareas pero no la existencia de 
compartimentos estancos. Imagino pluralidad de miradas pero no parece conveniente que cada uno de 
los Consejeros desarrolle una carrera personal -digámoslo así- privada, individual. La idea de un 
colegiado implica un diálogo permanente entre cada uno de los Consejeros. Entonces, señalo como 
concepto la conversación, el diálogo entre cada uno de ellos en forma constante. 


SEÑOR ESPINOSA.- Disculpe pero tengo que hacerle una pregunta que hace a la confianza, a la 
relación que deberá existir entre la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo 
y el Parlamento, los actores involucrados, que somos los parlamentarios. 


Hace tiempo, ante un lamentable episodio, usted escribió en un tweet: "El tiro en la playa del 
Cerro tiene coautores distantes: están en el parlamento, en la tv, veraneando en otras playas. No serán 
procesados". En lo personal no me alude, pero cuando hay una referencia a una eventual 
responsabilidad en un hecho tan desgraciado, que nos puede de alguna manera salpicar a todos, debe 
aclararse, porque para mí la confianza es primordial. Quisiera saber a quién se refiere en este 
comentario, porque esto hace a la confianza -reitero- entre los integrantes eventuales de esta 
Institución y los Legisladores. 


SEÑOR CHARGONÑIA.- De hecho, me adelanté a la pregunta cuando dije que cuestiono el modelo de 
inflación penal. Esto es objeto de discusión en el mundo; hay formas de expresarla en ciento cuarenta 
caracteres que pueden no ser las más felices. Simplemente trato de reflejar una opinión sobre el tema 
de la persecución penal. 


Hay discursos que refieren a cierta intención persecutoria que genera aquel episodio en la 
playa del Cerro, que podemos recordar: un comerciante en persecución de un delincuente mata 
accidentalmente a una veraneante. Esa situación ha sido analizada por la sociología, por la 
criminología; se trata de cierta alteración del estado psicológico. Yo no acuso absolutamente a nadie. 
Sí critico un discurso, que puede provenir de cualquier ámbito -el académico, el de las organizaciones, 
lo institucional- porque creo que efectivamente es inconveniente y que, paradojalmente, no solo no 
resuelve los problemas de la seguridad ciudadana sino que los empeora, y este es un ejemplo. 


Entonces rechazo -no es una posición aislada, sino de corrientes enteras de la criminología- el 
fenómeno de la inflación penal o de la pura persecución castigadora; el fenómeno del encerramiento 
como única respuesta social o la paranoia institucionalizada como método cultural de abordaje de una 
situación compleja. Eso es lo que yo estaba manejando en esa frase. La idea se desarrolla largamente 
a través de textos, manuales, congresos, foros, convenciones. 


SEÑOR PUIG.- Creo que no corresponde dejar sentado en la versión taquigráfica que el entrevistado, 
a quien se le planteó, como a todos, una serie de ítems sobre los que referirse, ha tenido opiniones 
políticas. En todo caso habrá que preguntar a todos los entrevistados si han tenido opiniones políticas 
en su momento. Me parece que nos fuimos del procedimiento. 


SEÑOR ESPINOSA.- En el literal d. del numeral seis de la base de trabajo propuesta y votada por esta 
Comisión, dice muy claro "cualquier información que a juicio de los integrantes de la Comisión de la 
Asamblea General resulte relevante requerirle". Para mí esa opinión es relevante. 


Simplemente me pareció que hay una regla básica de confianza y comprensión que 
debemos tener todos. Soy parte de este Parlamento y de alguna manera debo sentirme aludido como 
coautor de algo que no cometí. Me parece algo básico sacarnos las dudas en este espacio. 


SEÑORA MOREIRA.- Sugiero que cerremos la entrevista con el candidato y que las discusiones las 
demos en la privacidad de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Era lo que iba a plantear. 


SEÑOR MICHELINI.- Habría que descontar de la entrevista los minutos que dedicamos a la cuestión 
reglamentaria. Entonces, voy a realizar otra pregunta. 


He preguntado a otros entrevistados los temas concretos y los entrevistados los han 
clarificado. Voy a hacer una que no pude hacer a los otros. ¿Cuál es la opinión del doctor Chargoñia 
sobre el valor jurídico de las recomendaciones de organismos internacionales de supervisión? Me 
refiero a las resoluciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, del Comité de 
Derechos Humanos del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
de otros. Me gustaría conocer su opinión en ese sentido. 


SEÑOR CHARGONÑIA.- El sistema de protección internacional existe porque los Estados han pactado 
que determinados órganos de protección, fiscalización y supervisión tengan autoridad para hacer 
recomendaciones. Esas recomendaciones deben ser seguidas; tienen un valor jurídico obligatorio en 
tanto y en cuanto surgen precisamente de la decisión de los propios Estados de que esos comités 
especializados, esos expertos o esos informes estén destinados especialmente para orientar la política 
estatal. Si después de trabar pactos internacionales los Estados desoyen las recomendaciones, o peor 
aún, los fallos internacionales, entonces todo el sistema desaparece, no tiene existencia. Me importa 
mucho señalar esto porque además creo que tenemos que ser conscientes de que permanentemente 
-en especial en los Estados latinoamericanos- existe una tendencia a discutir la eficacia e importancia 
de las recomendaciones internacionales. Esa tendencia, que a veces tiene el nivel de una operación 
política de desprestigio del sistema de protección internacional de los derechos humanos, es un asunto 
preocupante. Si el sistema de protección internacional de derechos humanos no funciona, los derechos 
humanos están en problemas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al señor Chargoñia. 

SEÑOR CHARGONÑIA.- Agradezco la atención y las preguntas. 
(Se retira de Sala el doctor Pablo Chargoñia) 
(Ingresa a Sala el doctor Juan Faroppa) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos el gusto de recibir al doctor Juan Faroppa. 


En cumplimiento del artículo 45 de la Ley N* 18.846, hemos solicitado tanto a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil como a la Corte Electoral consultas vinculadas a la actuación anterior de los 
postulantes y eventuales integrantes de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo. Tenemos la respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero no de la Corte Electoral. 
Nos parece de rigor que los entrevistados sepan que está pendiente la comunicación por parte de este 
organismo. 


Solicitamos a los postulantes que se presentan en el día de hoy -también lo haremos con los 
que vengan el próximo lunes- que hagan una exposición general por el término de diez minutos y 
luego, si los Legisladores lo consideran pertinente, hagan preguntas que el doctor Faroppa podrá 
contestar, teniendo en cuenta que en total se dispone de veinte minutos. 


SEÑOR FAROPPA.- Muchas gracias, señora Presidenta. 


Teniendo en cuenta las limitaciones de tiempo, voy a tratar de ser lo más breve posible 
respecto a cómo concibo la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 
fundamentalmente en su instalación, oportunidad histórica para el país. 


Me voy a referir a tres grandes bloques temáticos que desde mi punto de vista deberían ser 
tenidos en cuenta cuando esta nueva institución comience a funcionar, que tienen que ver con los 
aspectos sustantivos, los metodológicos y los institucionales. 


En primer lugar, la competencia de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo está claramente definida en los artículos 3% y 10 de la Ley N* 18.446. Sin duda, 
es una ventaja del texto legal en comparación con otras instituciones -diría- similares, aunque la 
experiencia uruguaya en este tema tiene particularidades muy destacables. Pero teniendo en cuenta la 
institución del "ombudsman", la defensoría del pueblo, la procuraduría de derechos humanos, creo que 
es clara la definición de las competencias de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo en cuanto al carácter de recomendaciones de sus resoluciones. 


La ley reitera en cada uno de los literales del artículo 4% que es una institución que tiene 
como función la proposición, la promoción, la colaboración en materia de derechos humanos. En este 
sentido, creo que es muy importante tener en cuenta las facultades que la ley le asigna a la Comisión y 
esto tiene relación con lo que voy a expresar a continuación. 


Afortunadamente, la República Oriental del Uruguay vive bajo el régimen de un estado de 
derecho. Entiendo que una cosa es la actividad de defensa de los derechos humanos en un contexto 
de regímenes autoritarios o dictatoriales y otra, en el marco de un estado de derecho. Son escenarios 
totalmente diferentes. El estado de derecho -como todos los aquí presentes obviamente saben- implica 
que el Estado está sometido a la Constitución, a los tratados internacionales, a la ley. Por lo tanto, en 
este marco, las funciones de defensa y de promoción de los derechos humanos tienen particularidades 
muy especiales. Por ejemplo, debe tenerse en cuenta la actuación de las diferentes instituciones del 
Estado en toda su extensión, cuya primera función es, precisamente, hacer efectivos los derechos de 
todas las personas que habitan en su territorio. En ese caso, obviamente, el trabajo por los derechos 
humanos termina siendo una actuación, podría decirse subsidiaria, correctiva, propositiva y solamente 
en el último caso, una actuación que lleve a la denuncia, a la condena, al señalamiento. Es obvio, pero 
es importante señalar -sobre todo teniendo en cuenta que es la primera experiencia que el país va a 
tener en esta materia- que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo debe 
actuar en el marco del más estricto respeto por la separación de poderes -que también caracteriza a 
nuestro sistema republicano- y, como consecuencia, en estricto respeto a la institucionalidad. Creo que 
la forma de generar institucionalidad, de consolidar nuestra democracia es que una institución de esta 
naturaleza sea sumamente cuidadosa en esta materia. 


Por lo tanto, sin lugar a dudas, y teniendo en cuenta la materia en la que debe actuar la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, y aun siendo una institución 
parlamentaria, autónoma, las funciones de control que naturalmente cualquier Parlamento tiene con 
respecto a la actuación de los otros poderes del Estado, fundamentalmente del Poder Ejecutivo, debe 
ser estrictamente respetada por la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo 


y también, por supuesto, las resoluciones del Poder Judicial independiente. Además, esto está 
claramente reflejado en los artículos 3* y 6* de la ley de creación de la institución. 


Pero también, la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo debe 
ser sumamente respetuosa del ámbito de actuación de las organizaciones de la sociedad civil. Nuestro 
país tiene una rica tradición de participación social en el ámbito sindical, en el ámbito barrial, en el de 
organizaciones de defensa de los derechos humanos en general -derechos de la mujer, derechos de la 
niñez y de la adolescencia, etcétera-. La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo debe ser un mecanismo que facilite, que favorezca, que articule y, por supuesto, que respete 
las funciones que les corresponden a todas las instituciones del Estado, pero también que permita y 
favorezca un ámbito de participación de la sociedad civil. 


En otras palabras -para que la idea quede más clara- la sociedad civil tiene determinada 
historia, metodología, forma de trabajar por la defensa de los derechos humanos. Una institución del 
Estado debe buscar los mismos objetivos, pero sus métodos necesariamente son diferentes, 
precisamente porque forma parte de la institucionalidad estatal y porque debe tener una actitud que 
favorezca el libre juego del trabajo de las organizaciones no gubernamentales, más allá de que el 
marco jurídico, con la creación de la Asamblea Nacional de Derechos Humanos, permite una relación 
armónica o, por lo menos, genera el escenario para esa relación con las organizaciones de la sociedad 
civil. 


Por otra parte, el talante de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo debe estar dirigido fundamentalmente a la prevención de violaciones de los derechos humanos. 
Las obligaciones de prevención que tienen los Estados son positivas de acuerdo al marco jurídico 
nacional e internacional. Se trata de obligaciones de hacer -pido disculpas por la desviación leguleya- 
obligaciones positivas. El Estado no solo debe abstenerse de actuar para no violar derechos humanos, 
sino que debe tomar acciones concretas, en muchos casos acciones afirmativas, y en otros, diseñar 
políticas públicas para determinado tipo de materias que le permitan cumplir adecuadamente con sus 
obligaciones. 


En un estado de derecho, cuando se produce la violación de un derecho humano, en general 
se está cometiendo un delito, aunque no siempre es así. En un estado de derecho, el Estado previene 
la comisión de ese tipo de actitudes antijurídicas, y cuando no alcanza con la prevención, 
razonablemente el Estado tiene la obligación de investigar, de poner a los presuntos responsables a 
disposición de la Justicia y de reparar el daño generado. 


Cuando el Estado, a través de la actuación del Poder Judicial, del Ministerio Público, con el 
auxilio de la fuerza pública como auxiliar de la Justicia, no interviene cuando no se garantizan ese tipo 
de actuaciones, es cuando debe señalarse esa omisión del Estado, ese acto violatorio de sus 
obligaciones fundamentalmente positivas para la promoción y la defensa de los derechos humanos. 


Sin embargo, las sociedades más evolucionadas, fundamentalmente desde principios del 
Siglo XX, entendieron que ese marco jurídico e institucional del estado de derecho, con la separación 
de poderes reconocida, no alcanzaba para una adecuada promoción y protección de los derechos 
humanos. Hay determinado tipo de actuaciones del Estado que reparan, que corrigen, pero que son 
lentas, lo cual muchas veces es lógico. Uno, que tuvo la experiencia de trabajar adentro del Estado, 
entiende y acepta los tiempos complejos que tiene cualquier Estado, y mucho más el uruguayo. Por lo 
tanto, la institución del "ombudsman", del "ombudsperson" o de la defensoría del pueblo tiene una 
función de hacer cesar la violación al derecho que pueda estar en riesgo en ese momento, de la 
manera más rápida posible. La función, más que la denuncia, más que la condena, debe ser la de 
evitar que un derecho se vulnere o, cuando ese derecho se está vulnerando, hacer cesar de inmediato 
la violación, facilitando que la institución responsable de esa violación pueda corregir su marco jurídico, 
sus prácticas institucionales y que esa situación no vuelva a repetirse. Ese debería ser el primer punto 
a tener en cuenta por esta Institución Nacional de Derechos Humanos y de Defensoría del Pueblo. 


Anivel internacional, creo que este procedimiento se comenzó a aplicar por primera vez en El 
Salvador. El señor Legislador Michelini lo sabe ya que estuvo trabajando en ese país, en esos años. El 
mecanismo se conoció como la verificación activa en materia de derechos humanos. Terminada la 
guerra civil en El Salvador, la misión de Naciones Unidas por primera vez en su historia tuvo una 


División de Derechos Humanos que cumplía las funciones de una defensoría del pueblo, hasta que, en 
el marco de los acuerdos de paz que pusieron fin a la guerra civil de este país centroamericano, se 
creó la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos. La verificación activa implicaba tomar 
conocimiento de los hechos, realizar una investigación rápida, con criterios de derechos humanos -que 
no es un criterio judicial, pero que debe ser un criterio responsable- que tienen que ver, 
fundamentalmente, con corregir los errores que se puedan estar cometiendo. 


En nuestro país los derechos humanos no tienen jerarquía -como no lo tienen en ningún 
lugar del mundo- son universales e indivisibles, y por lo tanto, la función de esta institución debe ser la 
defensa y la promoción de todos los derechos humanos. 


El ser humano es el centro de la actuación del Estado. El Estado existe solo por el servicio y 
con la función de lograr que las personas den el máximo de sus potencialidades. Los derechos 
humanos en nuestro país deberían dejar de ser -y todos estamos convencidos de que vamos a 
avanzar en esa dirección- una barrera entre las personas que vivimos aquí. Estos deben comenzar a 
ser un código común de comunicación. Los derechos humanos, cuyo desafío tenemos en la actualidad, 
se refieren no solo al pasado trágico de nuestro país, sino también a una serie de derechos en los que 
debemos seguir trabajando. 


Por último, debemos tener en cuenta los aspectos metodológicos e institucionales. Esta 
institución es nueva y, por lo tanto, debemos tener en cuenta la necesidad de contar con protocolos de 
actuación específicos para cada derecho y también genéricos. Debemos tener personal debidamente 
calificado y capacitado, y la infraestructura necesaria dentro de las posibilidades presupuestales para 
poder actuar en esa materia. La cooperación internacional seguramente podrá dar una ayuda 
importante para el inicio de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 
fundamentalmente en lo que tiene que ver con la formación y capacitación de recursos humanos. La 
institución debe ser nacional, no solo montevideana, más allá de que tenga su sede en la capital. Son 
aspectos que hay que resolver así como los que refieren a asuntos administrativos. 


Es una institución que nace. Hay que establecer normas administrativas internas, 
procedimientos de gestión del personal y, fundamentalmente, evitar que esto sea una pesada carga 
burocrática de muchos trámites y muchas trabas que eviten que se cumpla el verdadero objetivo de la 
institución. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Concretamente, en el correr de un año o año y medio ¿qué temas sustantivos 
entiende usted que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo debería 
abordar? 


SEÑOR FAROPPA.- La institución en sus primeros meses de trabajo lo primero que tiene que hacer es 
establecer un plan estratégico, que sea conocido por toda la población. Fundamentalmente, debe 
difundir claramente la existencia de la institución y, en especial, estar preparada para evitar que se 
genere una demanda a la que la institución no sería capaz de responder. Debe estar capacitada para 
recibir las demandas y dar una respuesta que genere confianza. Si la institución no nace con altos 
niveles de confianza, de consenso social, de consenso político, con una buena imagen en los medios 
de comunicación, le va a costar mucho retomar. 


Hay aspectos sustantivos sobre los cuales nuestro país tiene que seguir trabajando 
fuertemente, por ejemplo, evitar cualquier forma de exclusión o de discriminación. Esta Casa, hace 
poco tiempo se encontró con una situación bastante compleja cuando un alto dignatario extranjero, un 
Vicepresidente, tuvo que ser cargado por las escalinatas de ingreso en una silla de ruedas porque no 
había un lugar digno para ingresar al Palacio Legislativo. Esto no solo sucede aquí. Tenemos que ver 
de qué manera la institución puede favorecer el mayor acceso a los derechos por parte del mayor 
número de personas. 


Por supuesto que debe dar seguimiento a toda la agenda de derechos humanos que a nivel 
nacional se está generando, pero el primer paso es que la ciudadanía, la población uruguaya, asuma 


que tiene derecho a que esos derechos se hagan realidad, se concreten. 


La institución tiene la capacidad de favorecer, de articular y de evitar cualquier tipo de 
violación a los derechos, y cuando estos se producen, de corregirlos rápidamente. 


SEÑORA MOREIRA.- Usted ha hecho una exposición muy cuidadosa sobre el rol de la Institución con 
relación al Poder Judicial, al Poder Ejecutivo y al Parlamento. Considerando este cuidado que deberá 
tener la Institución con respecto a los demás Poderes del Estado, ¿dónde radicaría su fuerza? ¿Cuál 
sería su rol más proactivo y sobresaliente, teniendo en cuenta que el cuidado de los derechos 
humanos recae -como usted indicó- en otras instituciones del Estado? 


Esa es una consideración de orden general; la de orden más específico tiene que ver con su 
currículum. Como ha trabajado en el acceso a la información y la cooperación técnica -o los déficits 
técnicos para una institucionalidad plena de derechos humanos- me gustaría que hiciera algún 
comentario sobre su evaluación acerca del acceso a la información en este país y sobre la información 
que proporciona el Estado. Además, quisiera saber cómo considera que podría mejorarse el acceso a 
la información como parte de una institucionalidad robusta. 


SEÑOR FAROPPA.- La fuerza de la Institución con relación a otros actores del Estado es la 
inmediatez. Las Defensorías del Pueblo trabajan veinticuatro horas al día los trescientos sesenta y 
cinco días del año y tienen la capacidad de recibir, atender, derivar, acompañar, dar esa primera 
contención que, muchas veces, la víctima de violación de los derechos necesita. 


Por otro lado, desde el punto de vista institucional y político, tiene una posibilidad de la que, 
evidentemente, otros Poderes del Estado -como el Poder Judicial- por su propia naturaleza, carecen, 
que es la de articular, generar acuerdos y consensos entre la sociedad civil y el sistema político. Como 
decía, se trata de generar la confianza de que hay alguien dentro del Estado que está atento, que me 
escucha, que me atiende en forma rápida, que me respeta, que por lo menos oye cuál es mi historia lo 
que, lamentablemente, muchas veces, por su propia naturaleza, otras instituciones del Estado no 
pueden ofrecer. 


Con respecto al segundo punto, y complementando la pregunta del señor Legislador 
Michelini, creo que es uno de los grandes temas a trabajar. Sin lugar a dudas, en los últimos años 
nuestro país ha realizado enormes avances, tanto en materia de acceso a la información, como en 
acción de hábeas data y de protección de datos personales. Creo que hay que seguir fortaleciendo la 
actual institucionalidad de nuestro país en esta materia. Repito que la Unidad de Acceso a la 
Información Pública es un avance, pero desde mi punto de vista -integro el Consejo Consultivo 
Honorario por la Universidad de la República- debería tener mayor capacidad para poder intervenir y 
quizás tendría que contar con una mayor infraestructura técnica. Los cargos no son permanentes ni 
son honorarios. Tal vez se requeriría una mayor profesionalización en ese sentido. 


Además, sería necesaria una campaña de mayor difusión para que la población supiera que 
esto existe y a qué tiene derecho. Y esto no solo debe alcanzar a la población, sino también al Estado; 
las diferentes administraciones públicas deben tener claro que tienen obligaciones que cumplir, que 
hay determinado tipo de información que se puede reservar y que hay otra que no puede reservarse y, 
cuando esto se hace, debe estar debidamente justificado. 


SEÑOR POSADA.- La solución legislativa que se le dio a la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo fue una composición colegiada. Indudablemente, desde el punto de 
vista del funcionamiento esto va a entrañar desafíos. Precisamente, por algunas acotaciones que hacía 
el doctor Faroppa, algo fundamental en una institución de esta naturaleza es la capacidad de respuesta 
frente a las situaciones de violación de los derechos humanos que se planteen. ¿Cómo visualiza usted 
ese funcionamiento colegiado, teniendo en cuenta los desafíos del ejercicio de las facultades de la 
Institución? 


SEÑOR FAROPPA.- Una de las mayores riquezas de la Institución, que es su integración plural, 
colectiva, colegiada, puede llegar a ser su talón de Aquiles si los mecanismos de funcionamiento no 
son lo suficientemente ágiles, si no existen protocolos de intervención claros y reglas claras de 


intervención, y si no hay criterios únicos para calificar, por ejemplo, qué se entiende por violación a 
determinado derecho. La Institución debe tener conceptualmente definido qué significa, por ejemplo, la 
violación del derecho a la libertad personal. Más allá de que, obviamente, en el Consejo Directivo haya 
diferentes puntos de vista y eso sea discutido, cuando la Institución actúe deberá hacerlo con un 
criterio sólido, para generar confianza -lo repito porque para mí es clave- y para que la población se 
sienta protegida y amparada. 


En cuanto a la Presidencia rotativa que establece la ley, si el reglamento que se dé la 
Institución logra pulir esta cuestión adecuadamente, me parece que puede ser una buena definición. 


También creo que es importante destacar lo que establece la ley con respecto a las 
expresiones públicas de los integrantes de la Institución. Una institución de este tipo debe actuar con 
un perfil muy bajo y salir cuando realmente pasa algo grave. Si la Institución está permanentemente en 
los medios, hablando de todo lo que pueda pasar, opinando sobre si la Selección tiene que jugar con 
línea de tres o con línea de cuatro, es evidente que no se va a generar confianza. La población debe 
sentirse permanentemente acompañada por la Institución, pero sus integrantes deben ser muy 
cuidadosos ya que esa integración colegiada puede generar algún tipo de cortocircuito. Y eso también 
puede ser muy grave y muy serio para la imagen que la Institución debe trasmitir desde el inicio. Por 
ende, me parece que el reglamento de funcionamiento y la forma como se toman y se comunican las 
decisiones son puntos clave para trabajar en las primeras semanas de funcionamiento de la Institución. 


SEÑOR LORIER.- Quisiéramos conocer su opinión acerca de los derechos económicos y sociales de 
la población. Me refiero, por ejemplo, a los derechos humanos laborales, a los que tienen que ver con 
la salud, la educación y la vivienda digna de nuestra población. ¿Qué importancia les da en el conjunto 
más amplio de los derechos humanos que se han mencionado? ¿Qué papel tendría la Institución en 
estos temas? 


SEÑOR FAROPPA.- En lo personal y desde el punto de vista técnico, en mis clases de la Facultad 
mantengo la distinción entre derechos civiles y políticos, económicos, sociales, culturales, etcétera, 
simplemente a los efectos didácticos. Los derechos humanos son de la misma naturaleza y de la 
misma jerarquía. 


Durante mucho tiempo y por diferentes razones -repito lo que planteé anteriormente- quizás 
hubo una confusión entre las diferentes obligaciones de abstención y obligaciones positivas que el 
Estado tiene con respecto a los derechos. Los derechos humanos son necesariamente 
interdependientes, son universales e irrenunciables. Tienen el mismo valor y la misma jerarquía, y el 
Estado tiene el mismo tipo de obligación frente a ellos, más allá de que la naturaleza en cuanto a sus 
acciones pueda cambiar, porque hay obligaciones de hacer y de no hacer con respecto a todos los 
derechos, tanto respecto de los que se reconocieron históricamente en primer lugar -como los civiles y 
políticos- como de los que surgieron de las luchas sociales de mediados del siglo XIX y principios del 
siglo XX y de los que están apareciendo todos los días. Recién, la señora Legisladora Moreira hacía 
referencia al acceso a la información, que es algo de lo que hace unos años no se hablaba. Antes 
hablábamos de libertad de expresión y de libertad de pensamiento, pero afortunadamente, en algunas 
cosas -en otras, no tanto- el género humano va avanzando en una dirección de mayor progreso y de 
mayor alcance de determinado tipo de situaciones. No era lo mismo analizar los derechos laborales 
hace treinta años que actualmente, con nuevas tecnologías que implican otro tipo de desafíos para otro 
tipo de trabajadores. Muchas veces no se trata solo de lo que implican todos los derechos que tienen 
que ver con el descanso, con el tiempo de trabajo, etcétera, de un trabajador que realiza una tarea 
física. Hay otras tareas que pueden parecer que no son tan desgastantes, como la que realiza el 
empleado de un "call center", que está permanentemente sentado, escuchando por un auricular, pero 
de acuerdo con cómo sigan evolucionando ese tipo de herramientas, podrá haber otras situaciones que 
impliquen la necesidad de proteger derechos. 


Para mí los derechos humanos, fundamentalmente, son una construcción histórica que 
implica límites al ejercicio abusivo del poder por parte del Estado y también en aquellos casos en los 
que interviene un sujeto privado cuando el Estado no realiza las tareas de prevención y de control 
suficientemente necesarias. Entonces, no hay límites, no hay techos, y en la medida en que surjan 
nuevas realidades los derechos humanos se tienen que ir adaptando a ellas. 


SEÑORA LAURNAGA.- Usted habló de la integralidad del concepto de derechos humanos. Me parece 
que también hizo un enfoque muy interesante sobre los aspectos metodológicos institucionales para 
garantizar la eficacia de la Institución. Mi pregunta es la siguiente. ¿Usted considera que sería más 
importante que ese Consejo Directivo tuviera personas de alto nivel de especialización o no sería 
relevante para garantizar la integralidad del concepto y alcanzaría con la excelencia profesional, 
independientemente de la especialización de cada miembro, de cada uno de los cinco integrantes? 


SEÑOR FAROPPA.- Es una pregunta un poco difícil, teniendo en cuenta que me estoy postulando 
para integrar la Institución. 


Hay diferentes experiencias en el derecho comparado. Por ejemplo, en aquellos casos en los 
que hay un "ombudsman" o un procurador de Derechos Humanos unipersonal se crean procuradurías 
o defensorías adjuntas que tienen que ver con derechos específicos: derechos de la mujer, de la niñez 
y la adolescencia, de la tercera edad, derechos de las personas privadas de libertad -en Uruguay va a 
haber una yuxtaposición con las funciones del Comisionado Parlamentario- etcétera. 


Más allá de que el Consejo Directivo de la Institución debe tener una versación sobre la 
generalidad de los derechos humanos, enriquece la posibilidad de que haya conocimientos con 
respecto a derechos específicos, y más allá de cómo esté compuesto me parece que es fundamental 
que la Institución cuente con personal técnico debidamente capacitado y calificado en los derechos que 
pueden estar en juego. Más allá de los conocimientos generales, evidentemente se requiere 
especialización en género, en derechos laborales, sociales, etcétera. Y me parece que es importante 
que el organigrama de la Institución refleje esa especialidad pero, en especial, que sustantivamente el 
personal tenga las calificaciones necesarias para atender todas las realidades. 


Por otro lado, quiero decir que tengo una enorme motivación para integrar esta Institución. 
Tengo la convicción de que el Uruguay, como comunidad histórica, se sostiene, exclusivamente, sobre 
la base del respeto y la promoción de los derechos humanos. Eso está desde las mismas bases 
fundacionales de nuestra nación. En el Congreso de Tres Cruces, Artigas sostenía una frase que 
tuvimos oportunidad de colocar en la puerta del Ministerio del Interior hace poco tiempo, que dice: 
"Ustedes están en pleno goce de sus derechos. Vean ahí el fruto de mis ansias y desvelos y vean ahí 
también todo el premio de mi afán". Es decir, nuestra comunidad, nuestra nación surgió por la defensa 
de los derechos humanos. Todos los partidos aquí representados a lo largo de la rica historia de 
nuestro país, en diferentes circunstancias históricas, han tenido entre sus filas a hombres y mujeres 
que han dado hasta su vida por la lucha por los derechos humanos, por las libertades civiles, por vivir 
en un país más digno, más humano, más solidario, más libre y, de esa manera, seguir construyendo 
una democracia que incorpore a todos y a todas, sin ningún tipo de exclusión, por ningún tipo de razón 
y que nos vaya permitiendo alcanzar nuestros máximos niveles de desarrollo personal de acuerdo con 
nuestras capacidades y oportunidades. 


(Se retira de Sala el doctor Juan Faroppa) 
(Ingresa a Sala el señor Juan Raúl Ferreira) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recibimos al señor Juan Raúl Ferreira, postulante para la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Queremos comunicarle -como lo hemos hecho con todos quienes han venido en el día de 
hoy- que hemos pedido información a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Corte Electoral, a los 
efectos de tener la certeza de que lo que indica el artículo 45 de la ley no es un impedimiento con 
respecto a los postulantes. Hemos recibido respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero no 
de la Corte Electoral. Por lo tanto, esta entrevista se está haciendo sin tener aún ese informe. 


También queremos decirle que dispone de un plazo de diez minutos para realizar una 
exposición, y en otros diez minutos los Legisladores podrán hacerle preguntas. Por lo tanto, vamos a 
intentar ceñirnos a estos tiempos. 


SEÑOR FERREIRA.- Simplemente, quiero señalar que tengo muchas ganas de llegar a la Institución. 
Me parece que la legislación exhibe un instrumento muy moderno, muy ágil y muy desafiante. Se trata 
de una legislación que tiene un énfasis muy importante en el futuro, sobre todo en lo que tiene que ver 
con denuncias, pero que no deja de darle la importancia debida que tiene el tema del pasado. 


Todo el mundo sabe cuál es mi opinión y no quiero abrir una polémica pero, por lo menos, 
constatar que en los últimos días, en algunos de los pasos que se han dado para el cumplimiento del 
fallo de San José de Costa Rica, no ha habido consenso de la sociedad política, ni siquiera el que uno 
hubiera imaginado. Este es un dato de la realidad. Si hacia el futuro trabajamos los instrumentos de 
derechos humanos a los que pertenecemos regional e internacionalmente, adaptando nuestra 
legislación interna a estos convenios, quizás podamos encontrar caminos en común sobre el tema del 
pasado. No me refiero solamente a cuál es el mejor camino para lidiar con él sino también a cuál es el 
marco institucional que debemos darnos y cómo debe interpretarse. 


Después de la caída del muro de Berlín, los derechos humanos empezaron a generar un 
consenso distinto en el mundo. En el mundo bipolar teníamos un bloque que daba un énfasis casi 
exclusivo a los derechos individuales, sobre todo en territorio propio. Por ejemplo, el derecho de 
propiedad, muchas veces propiedad de esa potencia en otros países del mundo. En el otro bloque los 
derechos individuales se sometían más a los derechos sociales: la educación, la salud, la cultura. 


Con la globalización, los derechos humanos han pasado a ser un tema fundamental que 
corta transversalmente a toda la sociedad y que deberían cortar a todas las ideologías. Por ejemplo, 
hoy es muy difícil imaginar una política exterior que no tenga como eje central, como objetivo, como 
rumbo y como contenido de cada una de sus propuestas el tema de los derechos humanos. No 
imagino ningún Ministerio o ente estatal en cuya competencia no haya un contenido muy grande de 
derechos humanos. En eso me parece fundamental el artículo 5* de la ley, que establece los límites de 
su competencia y que es muy abarcativo. De otra manera sería muy difícil plantear una política de 
derechos humanos. 


Uno de los asuntos fundamentales que deberá enfrentar la primera directiva de la Institución 
es el tema de género, que no es exclusivamente un tema de participación, cuantitativo. En algunas 
experiencias profesionales que he tenido -soy Coordinador de las Misiones de Observación 
Internacional Electoral Unión Europea-OEA en América Latina- he visto que en el último año y medio se 
ha incorporado la variable igualdad de derechos de género, más allá del tema de las candidaturas. Es 
decir que la política de género no se limita exclusivamente a cuotificar la presencia de la mujer también 
sino a incorporar a la metodología de análisis de una elección -lo cito como un ejemplo que me ha 
tocado vivir- las condiciones en que se informa, se capacita, se realiza la integración de las mesas para 
la participación de la mujer, así como la capacidad de informarse y de participar de las discusiones 
públicas que se hacen en los municipios del interior de los distintos países. Hoy ya no hay ninguna 
metodología de observación electoral que no incluya la política de género como un asunto 
fundamental. 


También es muy importante señalar que los derechos civiles y políticos no son 
exclusivamente los derechos individuales -aunque son muy importantes- el derecho a elegir y ser 
elegido, sino también los derechos de los pueblos, el derecho a tener una legislación electoral 
transparente, el derecho a la salud, el derecho a la educación, el derecho al trabajo. 


En el proceso estrictamente electoral -pongo un énfasis fundamental en esto porque es en lo 
que he estado trabajando en los últimos años- creo que Uruguay tiene mucho por avanzar. Nosotros 
estamos tan orgullosos -y de forma legítima- de nuestro sistema electoral que no hemos utilizado todos 
los mecanismos de cooperación que existen a nivel interamericano para mejorar el nivel y la calidad de 
participación electoral. Sobre esto tengo posición tomada, aunque luego habrá que ver qué dice la 
Institución, ya que ninguno de nosotros hablará a título personal sino en nombre de ella y una vez que 
los temas sean resueltos. Yo creo que en nuestra Constitución hay algunas contradicciones y que 
todavía somos muy renuentes a aceptar la participación de la comunidad interamericana e 
internacional para mejorar nuestro sistema electoral. Por ejemplo, en Uruguay no pueden votar los 
procesados por delitos que podrían acarrear pena de penitenciaría; se presume que son inocentes 
pero no tienen derecho al voto. 


Asimismo, me parece que es muy importante la tarea que la Institución tiene en materia de 
denuncias. La definición de la legislación sobre la legitimación activa es muy parecida a la que tuvo en 
sus inicios la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Estoy hablando de la Comisión en su 
período inicial, cuando era el único órgano interamericano de protección de derechos humanos. En ese 
entonces actuaba exclusivamente como un órgano asesor del Consejo Permanente de la OEA porque 
aún no había sido aprobado el Pacto de San José de Costa Rica. 


Luego, en el año 1978 incorporó la capacidad de la denuncia de casos individuales y la 
legitimación activa del estatuto es prácticamente la que figura en la ley. Es decir, tremendamente 
amplia y para aquella época muy removedora porque permitía que un ciudadano cualquiera, sin 
asistencia letrada, presentara una denuncia y tuviera como contraparte a un Estado. 


Hoy la Comisión es otra cosa. Aprobado el Pacto de San José de Costa Rica -se creó 
después de las once primeras ratificaciones la Corte Americana- la Comisión actúa, además de como 
asesora del Consejo Permanente, de la Asamblea General y de la Reunión Extraordinaria de 
Cancilleres de la Organización de Estados Americanos, como ministerio público, como ente acusador 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 


La flexibilidad de legitimación activa del denunciante da al Instituto una fuerza muy grande. Y 
de alguna manera también el artículo 11 en cuanto a la legitimación pasiva. No la llama así pero, en la 
medida en que define todos los órganos ante los cuales puede tener competencia la Institución, de 
alguna manera está definiendo la legitimación pasiva de la contraparte de estas denuncias. 


Otro rol muy importante que tiene para jugar la Institución es llenar la enorme brecha que hay 
entre el discurso y la realidad cotidiana. Creo que esta es una tarea, fundamentalmente, de la 
sociedad civil. Es decir que además de realizar un trabajo con los organismos del Estado y las 
empresas mixtas -empresas públicas de derecho privado o empresas privadas que ofrezcan servicios 
públicos- la tarea con la sociedad civil organizada como tal, aparte de ser una tendencia mundial y en 
América Latina tremendamente importante, puede facilitar los consensos que estamos necesitando 
para definir los caminos a recorrer en la promoción y la defensa de los derechos humanos. 


Entonces, sería bueno que fuera desde la sociedad civil desde donde los partidos políticos, y 
por tanto, los Legisladores que los representan, vayan recibiendo el ingrediente necesario para 
transformar a los derechos humanos en un paradigma de la sociedad. Hoy esto no es así. 
Curiosamente, en este país, que sufrió tanto las violaciones de los derechos humanos, la discusión 
pública del tema ha sido y sigue siendo polémica; causa enfrentamientos y diferencias. A lo mejor, 
definiendo hacia el futuro los valores que significan los derechos humanos y transformándolos en un 
paradigma de la sociedad, podemos contribuir a superar esas diferencias y a que el sistema político 
tenga niveles de consenso más importantes. 


Finalmente, voy a referirme a un tema en el que creo puedo aportar al colectivo, al grupo. 
Digo esto porque no me imagino la institución si no es funcionando en equipo; además, cada uno debe 
aportar al colectivo su experiencia y su know how. Me ha tocado actuar en distintos ámbitos, como 
organizaciones no gubernamentales regionales, nacionales e internacionales y en organismos 
internacionales multilaterales. Me parece que en Uruguay estamos desperdiciando muchas 
posibilidades en este aspecto. Por ejemplo, he participado en los cursos de capacitación en materia de 
derechos humanos de la Organización de Estados Americanos, primero como alumno y, ahora, como 
docente. Son cursos on line gratuitos para la sociedad civil; hay que tener un currículum básico para 
inscribirse. Nunca me he topado con un uruguayo, cuando era alumno ni ahora, que dicto clases. 
Tampoco hay demasiado conocimiento de que además de la Comisión Interamericana y de la Corte de 
Derechos Humanos existe el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, del que la sociedad civil 
puede obtener, además de recursos, cursos, preparación, capacitación, experiencia, etcétera. 


Finalizo aquí mi intervención. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Juan Raúl Ferreira. 


Nuestro invitado ha delineado lo que para él serían los temas sustantivos en los que la 
institución debería trabajar. 


Tal como trasmití a otros visitantes, pregunto al señor Ferreira qué valor otorga a las 
resoluciones y recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, del Comité de 
Derechos Humanos, del Protocolo Facultativo de Derechos Humanos, es decir, del sistema 
internacional. 


SEÑOR FERREIRA.- Tengo posición pública al respecto, por lo que a nadie le va a sorprender lo que 
voy a decir. Creo que no solamente son vinculantes sino que son y han sido a lo largo de la historia el 
motor fundamental de la defensa y promoción de los derechos humanos en nuestro país. 


Hace poco, cuando se inauguró un emprendimiento -era una planta lechera o algo por el 
estilo- de un programa de cooperación con la OEA, el Presidente Mujica dijo que la OEA es lo que los 
Estados miembro quieren que sea. Este es un dato de la realidad; se trata de un organismo 
multilateral. Sin embargo, todas las organizaciones internacionales son algo más que lo que los 
Estados desean. Esto es así porque la diplomacia multilateral tiene la enorme virtud de ser pública. 
Cuando se reúnen los Cancilleres Timerman y Almagro, no sabemos de qué hablaron; manifiestan lo 
que es necesario decir o lo que se puede decir. Pero cuando se reúnen instituciones como las 
Naciones Unidas, la OEA o el Consejo de Derecho Humanos -antes Comité de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas- la discusión es pública. En este punto no menciono a la Corte porque solo quiero 
referirme a aquellos órganos donde las representaciones son de Estado. Esa es una diferencia muy 
grande entre la Corte y el Consejo de Derechos Humanos: uno es integrado por nacionales de los 
países miembro y, otro, por los Estados miembro. Entonces, es muy difícil decir públicamente: "Yo 
estoy de acuerdo con la tortura", aunque se crea. 


En la época en la que la correlación de fuerzas en la OEA era totalmente distinta a la de 
ahora y la mayoría de los Estados miembro tenían regímenes no democráticos, se emitieron 
resoluciones condenatorias de la dictadura uruguaya que fueron tremendamente importantes en la 
acumulación de fuerzas en el proceso de lucha contra la dictadura. Por ejemplo, fue durante ese 
período que Julio Castro fue el primer latinoamericano declarado por la OEA como oficialmente 
desaparecido, y se responsabilizó al Estado uruguayo. Esta declaración tuvo el voto en contra de Chile 
y Argentina, y la abstención de Paraguay; todos los demás Estados votaron la condena a Uruguay. 


Por lo tanto, el sistema interamericano ha sido desde sus inicios profundamente importante. 


Para completar la pregunta que formula el señor Diputado Michelini quiero decir algo que las 
instituciones tienen, además del marco jurídico que las regula, la sangre que le hierve a sus 
integrantes. Pongo un ejemplo en este sentido. Hace pocas semanas, las Cancillerías de Argentina y 
de Uruguay organizaron y copatrocinaron un seminario que se realizó en la Fundación Zelmar 
Michelini, llamado "Dos Orillas". En esa ocasión se homenajeó a un ex representante del Alto 
Comisionado de la ACNUR para los refugiados en Buenos Aires, Olrich Haselman y a Guy Prim, ex 
funcionario de esa oficina. Si la figura de ACNUR la ocupa un burócrata internacional, cumple una 
formalidad, tiene cierta presencia, etcétera. Pero muchas veces, por la sensibilidad de la temática, los 
funcionarios que ocupan el cargo trascienden hasta los límites que tienen permitidos; me parece 
elocuente decir que yo no lo voy a hacer. Esos dos ciudadanos salvaron muchísimas vidas de 
uruguayos. Inclusive, veinticinco años después, escuchamos el testimonio grabado de uruguayos que 
viven alrededor del mundo, que no podían hablar de ellos sin que se les quebrara la voz de emoción y 
rompieran en lágrimas. Esto es, por un lado, porque existe la institución ACNUR y, por otro lado, 
porque en este caso en particular sus representantes sintieron que su función internacional tenía que 
ver con la vida y la muerte de la gente, y salvaron muchísimas vidas. Cuando el ex Senador Gargano 
fue detenido en Brasil al salir de Argentina, Guy Prim viajó a Brasil, lo buscó y lo sacó del brazo. En el 
caso de Julio Castro, el entonces Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 
jurista venezolano Andrés Aguilar, no creyó al gobierno uruguayo. A pesar de la respuesta que había 
viajado en un vuelo de Pluna, insistió por otros caminos extraoficiales hasta que logró la lista de 
inmigración de Argentina, y se dio cuenta de que no figuraba. Es decir: había salido de Uruguay y no 
había llegado a Argentina. Después, fue peor la enmienda que el soneto porque cuando se armó lío, el 
gobierno argentino mandó una nota diciendo que, de todos los ciudadanos que habían entrado a 
Argentina ese día, se había olvidado del nombre de Julio Castro. 


Entonces, creo que el sistema internacional de protección de derechos humanos es muy 
importante en sus distintas instancias: en la multilateral, como el Consejo de Naciones Unidas -que 
Uruguay preside en este momento- y en la integrada por ciudadanos nacionales de los organismos 
multilaterales, como es el caso de la Comisión Interamericana y de la Corte. 


SEÑOR PUIG.- Agradezco la presencia del señor Juan Raúl Ferreira en esta Comisión en calidad de 
postulante a integrar la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Partiendo de la base del carácter universal e indivisible de los derechos humanos y teniendo 
en claro la vasta trayectoria del entrevistado, resultaría ocioso preguntarle sobre los derechos políticos 
y civiles. Pero dado que ha hecho una argumentación en torno a la necesidad de incorporar -como está 
establecido fuertemente en la Institución- el concepto de género, me interesaría preguntarle qué papel 
le asigna y qué rol le parece que debería jugar la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo en lo que se define como derechos económicos, sociales y culturales, que 
implican una serie de derechos consagrados en la Constitución, pero no siempre vigentes en lo que es, 
como bien decía el señor Ferreira, la diferencia entre el discurso y la vida real. 


SEÑOR FERREIRA.- Esto me parece fundamental porque, además, es la manera de lograr que los 
derechos humanos sean un paradigma, es decir, que la sociedad se identifique con el concepto de 
derechos humanos. 


Creo que hoy -quizás soy un poco pesimista- tenemos una situación peligrosa, en la que 
vastos sectores de la población sienten que el tema de los derechos humanos es lejano, 
exclusivamente vinculado al pasado, y muchas veces cuando uno se lo plantea, reaccionan diciendo: 
"¡Otra vez con esto!". Una frase que recibo muchas veces a través de las redes sociales -inclusive 
como crítica- es: "Vamos a pensar un poco en el futuro y no en los derechos humanos". Entonces, creo 
que cuando los derechos humanos se asocian a las necesidades de todos los días de los individuos y 
de los pueblos, la gente se identifica de otra manera con el concepto. No es un concepto abstracto; no 
es un tema de intelectuales o de discusión política, sino que es un tema que afecta la vida, como por 
ejemplo, el derecho a la salud. 


En este momento, estamos viviendo una situación compleja. En Uruguay ocurrieron dos 
hechos de una trascendencia enorme: la reunión de los Gobernadores del Banco Interamericano de 
Desarrollo y la sesión donde representantes de los tres Poderes del Estado asumieron la 
responsabilidad correspondiente, como manda el fallo de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Sin embargo, al hacer zapping por los canales de noticias internacionales, lo que se destacó 
fue la noticia de los enfermeros que mataron gente. 


Por lo tanto, creo que la Institución tiene que ser un elemento fundamental para acercar a la 
sociedad civil, a través de sus organizaciones, a la definición de los derechos sociales, económicos y 
culturales. 


En mi opinión, en materia electoral es lo mismo. Sé que es un tema complejo y polémico, 
pero creo que Uruguay debería buscar mecanismos de cooperación electoral. Hay una especie de mito 
-creo que es equivocado- que consiste en pensar que cuando la comunidad internacional observa una 
elección es porque se desconfía de fraude. A mí me han preguntado, al concurrir a alguna elección: 
¿Hay dudas de que va a ser limpia? Bueno, a veces hay dudas y muchas veces no son limpias, pero la 
cooperación internacional no va solo en calidad de policía, a descubrir, sino que va también a 
colaborar. De ahí, muchas veces han surgido convenios del Departamento de Cooperación Electoral de 
la OEA con los países, con las autoridades electorales o con los Estados, a fin de mejorar los padrones 
electorales y su actualización, la legislación electoral y otra cantidad de temas que están sobre la 
mesa. Cada elección uruguaya cuesta una cantidad de bosques al sistema ecológico mundial por la 
impresión de lista sábanas. 


SEÑOR PÉREZ.- Un gusto conocerlo personalmente; no había tenido la oportunidad de hacerlo. 


He leído atentamente su currículum y me gustaría que nos ilustrara con su apreciación con 
respecto a los temas religiosos y raciales en Uruguay. 


SEÑOR FERREIRA.- Yo integré varias comisiones sobre el tema de discriminación racial. Durante 
muchos años este tema se planteaba desde Uruguay respecto de otros países, pero cada vez hay más 
conciencia en los propios grupos étnicos de la necesidad de plantear su reivindicación. Los grupos afro 
están cada vez más movilizados; los grupos vinculados a la nación charrúa empiezan a organizarse, a 
querer encontrarse, a encontrar su identidad y sentirse parte de nuestra nacionalidad y su propia 
cultura. Me parece que esto es fundamental, al igual que los derechos religiosos. Me refiero a los 
derechos religiosos con el fino y complejo equilibrio de defender el derecho de culto, pero impidiendo la 
intervención de la religión en los asuntos de Estado, lo que me parece peligroso. Últimamente, han 
ocurrido cosas en el país que no habían sucedido antes. Por ejemplo, la excomunión de Legisladores 
-yo soy católico- por haber votado una ley determinada me parece que retrotrae al país, sobre todo a 
Uruguay, que ha sido vanguardia en su laicidad. 


Por último, brevemente, quiero decir lo siguiente. Hace muy poco, el Alto Comisionado para 
Derechos Humanos de América Latina, Américo Incalterra, me dijo una cosa que me parece importante 
compartir con ustedes. Esto es que el primer consejo directivo de esta Institución en gran medida 
marcará el perfil de lo que será dicha Institución en los próximos años. Y, entre otras cosas, tiene que 
montar la estructura administrativa que la alimente. Me parece que la estructura administrativa tiene 
que ser ágil, expeditiva y poco burocrática en lo que se refiere a las denuncias. 


Yo estaba en Argentina cuando en el año 1995 se creó la Defensoría del Pueblo. En 1996, se 
publicó el primer informe -dos volúmenes muy grandes- que refería solamente a la frustración -si no 
recuerdo mal, el primer Defensor del Pueblo de Argentina fue el doctor Jorge Luis Maiorano- de cómo 
las denuncias no tenían un mecanismo administrativo para darle seguimiento y morían en la gran 
cantidad de papeles. Varios años después, Antonio Pérez Álvarez, "ombudsman" español, dio una 
conferencia en la Sala de Sesiones del Banco Central y dijo exactamente lo mismo sobre su 
experiencia en España. 


Entonces, creo que la generación de una estructura administrativa muy ágil y muy poco 
burocrática, sobre todo en el rubro denuncias, sería un aporte que esta directiva debería hacer, porque 
las otras lo van a heredar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por su presencia. 
(Se retira de Sala el señor Juan Raúl Ferreira) 
(Ingresa a Sala la doctora Mariana González Guyer) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión Especial de Derechos Humanos da la bienvenida a la doctora 
Mariana González Guyer, otra de las postulantes a la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo. 


Queremos aclarar que esta Comisión ha solicitado informes a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y a la Corte Electoral sobre eventuales interdicciones que puedan tener los postulantes de 
acuerdo con el artículo 45 de la ley. Al respecto, hemos recibido informes de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, pero todavía no tenemos los de la Corte Electoral. Hemos acordado trasmitir esto a todos 
los postulantes que vienen hoy porque nos falta esa información. 


Asimismo, debo indicarle que tenemos un tiempo de diez minutos para que el postulante 
realice su exposición, que todos dicen que es muy breve, y luego tenemos otros diez minutos para que 
los integrantes de la Comisión puedan realizar preguntas y la entrevistada pueda responderlas. 


SEÑORA GONZÁLEZ GUYER.- Quiero agradecer a la Comisión por la oportunidad y la posibilidad que 
me han dado de llegar a esta instancia y poder ser entrevistada. Asimismo, quiero decirles que para mí 
es un honor estar aquí, no solo por lo que representa la Institución que se está poniendo en marcha 
sino también porque estoy aquí postulada por las organizaciones de mujeres, lo cual para mí también 
es una responsabilidad. Entonces, honor, responsabilidad y alegría es lo que siento en esta instancia. 


Sin duda, creo que la conformación de una Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo es un hito en el país, pero que hace parte también de una larga tradición que 
viene recorriendo nuestra sociedad, y es un eslabón más en el proceso de profundizar la ciudadanía, 
los derechos ciudadanos y el ejercicio democrático en nuestra sociedad. 


En ese sentido, por suerte Uruguay se ha destacado ya por una legislación temprana, en la 
que se han consagrado una multiplicidad de derechos para los ciudadanos y las ciudadanas. Desde el 
retorno a la democracia, ese proceso se ha retomado; asimismo, se ha ido consolidando y se ha 
fortalecido este estado de derecho como proceso continuo, incorporando también las nuevas 
generaciones de derechos que se están procesando a nivel internacional. En este aspecto, creo que 
diferentes organizaciones han tenido un papel clave en la lucha y demanda por esta ampliación de 
derechos. 


En función de las bases, en el país tenemos un punto de partida comparativamente bueno, 
pero eso no quiere decir que estemos muy bien. Creo que todavía tenemos muchos aspectos para 
seguir avanzando en lo que hace a los derechos humanos. 


Acá me quisiera detener muy brevemente en algunos puntos que me parecen 
particularmente problemáticos. Uno de ellos está vinculado a la violencia como una problemática 
creciente en nuestra sociedad, que no es solamente nuestra, pero que también está presente y que se 
traduce en múltiples niveles. Por mi ámbito de trabajo, sin duda, tengo que destacar lo que implica la 
violencia intrafamiliar y doméstica y el número de mujeres muertas que tenemos en nuestro país por 
parte de sus parejas o ex parejas, pero también hay que atender otro tipo de violencia, como la 
institucional y la cultural que se está dando en el deporte -especialmente en el fútbol- y que está 
mellando nuestras formas de convivencia y la posibilidad de un ejercicio ciudadano. 


En lo que respecta a la situación de las mujeres, debemos atender también lo relativo a los 
derechos laborales y económicos de las mujeres. Por ejemplo, la problemática del acoso en ámbitos 
laborales, el acceso y la participación en la política, las situaciones en la vida social, la posibilidad de 
voz, también me parecen ámbitos en los que todavía tenemos déficit en nuestra sociedad, más 
problemáticas específicas que, si bien no son nuevas, por suerte están empezando a ser atendidas, 
como la trata y el tráfico. 


Otro ámbito que la Institución va a tener que atender especialmente es lo que refiere a niños, 
niñas y adolescentes y su situación, fundamentalmente aquellos institucionalizados y privados de 
libertad. Creo que ahí hay todo un ámbito que una Institución de este tipo va a tener que atender y 
colaborar, porque hay otras instituciones que también están trabajando en esta problemática. 


En cuanto a la situación carcelaria es por todos conocida y forma parte de la agenda. Hay un 
Comisionado Parlamentario ya, pero es una situación de emergencia en la que inevitablemente la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo va a tener que ver cómo articula y 
colabora con la figura del Comisionado que ya existe hoy. 


Pensar hoy en derechos humanos en el Uruguay implica considerar pasado, presente y 
futuro; los tres momentos son insoslayables, están presentes y creo que hay temáticas del pasado que, 
obviamente, están en la agenda y que se deben saldar. Pero también, en el momento actual, tenemos 
"debes" como algunos de los que expuse y considero que debemos atender al futuro pensando, 
fundamentalmente, en cómo promover, cómo educar y cómo fortalecer en derechos humanos a 
nuestra población. 


En cuanto a la Institución que se está pensando y según está formulada en la ley, me 
gustaría detenerme en algunos aspectos. Creo que es un acierto pensar en una Comisión Directiva 
plural y diversa. Personalmente, me hace sentir cómoda pensar en esa posibilidad de trabajo en equipo 
-en caso de ser seleccionada- ya que habría distintas cabezas, con distintos intereses, pensando y 
colaborando. Además, me parece también que es un acierto el pensar en una Institución de este tipo 
que no se restrinja solo a un "ombusdman" o a una "ombusdwoman" o a una Defensoría del Pueblo. O 
sea que atendería la consideración de los derechos humanos en toda su extensión, porque hace parte 
de las características de los derechos humanos, que son indivisibles, inalienables, interdependientes y 
universales. Entonces, me parece que una Institución de estas características es clave. Además, la 


experiencia internacional ha mostrado también que este tipo de instituciones son más eficaces que las 
que están dedicadas fundamentalmente a Defensoría del Pueblo. 


En este sentido, creo que este es un desafío que vamos a tener que ver cómo se encara, en 
cuanto a la forma de funcionamiento y a la organización que se va a dar esta Institución. En lo 
personal, puedo decir que confío mucho en los equipos de trabajo, pero ya se verá qué formas se va a 
dar esta Institución. Creo que la cantidad de cometidos que está prevista para esta Institución es 
diversa. Si bien tienen que ver con la recepción y resolución de demandas, va mucho más allá de eso, 
porque están relacionados con la promoción de los derechos humanos, con la preocupación por 
integrar esa perspectiva en las instituciones del Estado y en nuestra sociedad y, a su vez, con cómo 
integrar esta perspectiva de derechos en todo lo que hace a la elaboración, la implementación y la 
evaluación de las políticas públicas. Pienso que allí hay un trabajo muy interesante que, 
probablemente, se deba organizar con una agenda ordenada, que pueda ir dando cuenta de esta 
multiplicidad de funciones. 


Además, el hecho de que los cometidos de esta Institución sean tan abarcativos, creo que 
hace necesario ser muy cuidadosos en cuanto a no reemplazar instancias y organizaciones que 
existen actualmente, que están trabajando y que lo están haciendo muy bien. Quizás, otras 
organizaciones estén más débiles y el papel de esta Institución sea el de fortalecerlas. En algunos 
textos se habla de estas Instituciones como "vertebradoras" de la gama de organizaciones existentes. 
Yo no sé si esta será vertebradora o si deberá articular y coordinar con estas organizaciones, como así 
también nutrirse de ellas y, quizás, tratar de nutrir las que ya existen en nuestro país. 


A continuación, me gustaría destacar dos aspectos. Uno tiene que ver con la 
descentralización, es decir, cómo llegar a todos los rincones de nuestro país con esta nueva Institución, 
dado que tenemos la característica de ser un país centralista y que su sede estará ubicada en 
Montevideo. Por tanto, creo que debemos pensar qué mecanismos utilizar para llegar a todo el 
territorio. 


Además, debemos hacer que esta Institución sea accesible a toda la población. En ese 
sentido, creo que debemos pensar en cómo dar a conocerla y divulgar cómo se conectará y operará. 
Pienso que para ello es necesario contar con una excelente estrategia comunicacional que permita que 
esta Institución se instale con legitimidad, lo cual también se irá adquiriendo en función de las 
respuestas que pueda dar y a la actuación que vaya teniendo. 


Para terminar, quisiera decir, teniendo en cuenta que soy socióloga, que también hay que 
pensar en qué mecanismos se deberán instaurar para ir evaluando y ajustando esta Institución a 
medida que vaya funcionando. Creo que debemos pensar cómo se puede hacer para que esta 
Institución sea transparente, tenga capacidad de rendición de cuentas, como así también para 
responder a la exigibilidad que un organismo de este tipo debe tener. También debemos pensar en la 
apertura que debe tener para todos los ciudadanos y ciudadanas. 


Por último, quiero decir que más allá de que forme parte de la nueva directiva o no, creo que 
esta es una oportunidad maravillosa. Desde ya los felicito a todos y les deseo mucha suerte, ya que 
creo que en esta Institución se juegan aspectos muy importantes del futuro democrático del país. 


SEÑOR LORIER.- Es un gusto contar con la presencia de la doctora González Guyer. 


Quisiera que la doctora profundizara un poco sobre la interdependencia de los derechos. En 
ese sentido, me gustaría que se refiriera a los denominados derechos económicos y sociales, que nos 
hablara de todo lo que tiene que ver con el mundo del trabajo, con los derechos laborales -los cuales 
nos parecen centrales- como así también del sector de la población que sufre de carencia de derechos 
vinculados, por ejemplo, a la vivienda, a la salud y a la educación. Esos aspectos nos parecen 
relevantes en el tema de los derechos humanos. 


También me interesaría conocer su opinión con respecto a las cuestiones medioambientales 
y a la vinculación con los derechos humanos. Sabemos que se trata de generaciones nuevas de 
derechos humanos que vienen apareciendo en el horizonte, y nos gustaría conocer su opinión. 


SEÑORA GONZÁLEZ GUYER.- En mi intervención hice alguna mención, no solo a la 
interdependencia entre los diferentes derechos y la complementariedad que deben tener, sino también 
a la permanente ampliación -por suerte- en lo que hace a las nuevas generaciones de derechos; el 
señor Legislador Lorier hizo referencia a los derechos medioambientales. 


Creo que en muchos casos en nuestro país contamos con legislación y estamos bastante 
actualizados en cuanto a la ratificación de protocolos internacionales. Quizás, uno de los aspectos a 
atender sea el de analizar cómo se van cumpliendo y qué garantías damos para el ejercicio real y 
efectivo de esos derechos que pueden estar consagrados pero que, si no son conocidos, falta 
fortalecer su ejercicio. 


El señor Legislador Lorier también hizo referencia al mundo del trabajo, y creo que en ese 
aspecto estamos bien encaminados. Por ejemplo, somos privilegiados en cuanto a la legislación 
existente con respecto al servicio doméstico, aunque todavía nos falta avanzar, ya que se debe buscar 
la manera de que las mujeres que trabajan en ese sector conozcan sus derechos y puedan 
defenderlos; me parece que allí tenemos una clave. En realidad, en muchos casos, tenemos una 
legislación adecuada y en otros debemos ajustarla y adecuarla a las nuevas exigencias y 
concepciones. De todos modos, quiero decir que la educación y la promoción de los derechos -para 
que los propios ciudadanos y ciudadanas puedan apropiarse de ellos y exigir su cumplimiento- es la 
clave, lo cual tiene que ver con la organización. 


SEÑOR ESPINOSA.- Concretamente, nos preocupa un poco el centralismo histórico que ha tenido el 
país en cuanto a instituciones y funcionamiento. 


Por tanto, nos gustaría saber si la doctora González Guyer tiene alguna idea a fin de 
desarrollar y promover la descentralización del accionar de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo, principalmente para tratar un tema tan específico -la doctora ha 
señalado que le preocupa- como el de la violencia doméstica. 


SEÑORA GONZÁLEZ GUYER.- Tengo algunas ideas al respecto; además, contamos con algunos 
mecanismos que se han probado en diferentes Ministerios. Creo que una de las claves es pensar en 
términos regionales. También se deben establecer mecanismos muy fluidos de comunicación con los 
Gobiernos departamentales y con las nuevas alcaldías, las cuales tienen un rol muy importante para 
desarrollar ante esta nueva Institución. No tengo claro -creo que hay que analizarlo- si se debe pensar 
en términos de delegaturas; en realidad, no sé si sería lo ideal, pero creo que se debería poder articular 
y coordinar con los Gobiernos municipales. 


También debemos tener en cuenta algo que es clave. Me refiero a lo que está previsto en la 
ley con respecto a las Asambleas Nacionales de Derechos Humanos. Creo que también se debería 
funcionar bajo este régimen en el interior del país, y promover la participación de instituciones y 
organizaciones que están actuando en el interior del país, de manera de hacer llegar la Institución a 
todo el territorio y así escuchar directamente las problemáticas que están presentes en nuestro país. 


No sé si con lo que he dicho respondí las inquietudes del señor Legislador Espinosa. En 
realidad, creo que no hay una sola estrategia, sino que se deben ir tejiendo varias a fin de llegar 
efectivamente a todos los rincones del país. A veces cuesta creer, considerando que nuestro país es 
tan chiquito, las dificultades que tenemos. 


SEÑORA LAURNAGA.- De la exposición surgieron dos cuestiones muy interesantes. Una, la 
referencia a la accountability. ¿Cómo imagina esa rendición de cuentas? Tanto para eso como para 
otros aspectos muy interesantes ¿cómo piensa que la Institución puede articular a todas las 
instituciones que tiene que articular? En realidad, parte de la función de esa Institución va a ser rendir 
cuentas sobre lo que hace, sobre lo que pudo hacer, pero también sobre lo que los otros pudieron 
hacer, adecuándose, para que la Institución cumpla su función. Imagino que es una tarea difícil; me 
refiero al vínculo con todo el sistema carcelario, a la dimensión cultural de los derechos de género. 
¿Cómo imagina esa función que obliga a las instituciones públicas y a las organizaciones de la 
sociedad civil? 


SEÑORA GONZÁLEZ GUYER.- Voy a dar una respuesta que quizás suene un poco tecnocrática, pero 
no lo es. Me refiero a la necesidad de contar -quizás allí la Institución Nacional de Derechos Humanos 
y Defensoría del Pueblo puede colaborar- con un sistema de información que efectivamente pueda ir 
registrando y ordenando el accionar, tanto de la propia Institución, como de las otras instituciones que 
hoy están trabajando sobre estas temáticas a nivel departamental y nacional. 


La ley prevé algunas instancias de rendición de cuentas y accountability. Están previstas las 
Asambleas Nacionales, que son claves; está previsto el informe anual que tiene que realizar la 
Institución. Pero me parece que una disponibilidad y apertura hacia las diferentes instituciones y 
organizaciones en cuanto al suministro de información y a la transparencia del accionar son claves 
para la credibilidad de una institución nueva de este tipo. Creo que uno de los riesgos que corren todas 
las instituciones es la burocratización, que se vayan opacando. En este sentido, creo que la 
accountability, la rendición de cuentas y la transparencia son músculos a ejercitar para poder seguir 
creciendo y para asegurar a la ciudadanía que más allá de la velocidad con que se pueda avanzar, se 
está en camino de una lucha para que todos podamos tener una mejor calidad de vida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la presencia de la doctora González Guyer. 
(Se retira de Sala la doctora González Guyer) 
(Ingresa a Sala el doctor José Luis González González) 


-La Comisión da la bienvenida al doctor José Luis González González, a quien haremos 
algunas precisiones que hemos hecho a todos los entrevistados. La Comisión solicitó a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y a la Corte Electoral informes sobre eventuales interdicciones vinculadas 
con el artículo 45 de la ley de creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo. Hemos recibido respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero no así de la Corte 
Electoral. 


SEÑOR GONZÁLEZ GONZÁLEZ..- En primer lugar, voy a hablar de la motivación que me trae acá. Me 
refiero a la experiencia que he recogido a través de veinticinco años de trabajo. Mi primer trabajo con 
los derechos humanos fue en el año 1986, en el marco de un proyecto de investigación de sistemas 
penales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. A partir de allí he trabajado sobre el 
tema, en forma ininterrumpida, a través de distintas modalidades y áreas de trabajo. Por ejemplo, en 
materia profesional me he dedicado al Derecho Penal y, por extensión, al Derecho Penitenciario. En el 
área docente, me he dedicado a la enseñanza del Derecho Penal, en sus distintas matrículas, en la 
parte general y especial de los delitos. También me he dedicado a la investigación, teniendo la 
experiencia y la motivación de trabajar y ser convocado por instituciones internacionales como la 
Fundación Konrad-Adenawer. 


Estos proyectos de investigación están vinculados con los derechos humanos y con las áreas 
más comprometidas dentro de los Estados como, por ejemplo, las relaciones entre el Poder público, la 
Policía y las Fiscalías. 


En este camino, también he tenido la oportunidad de participar como miembro de 
delegaciones nacionales, particularmente relacionadas con el Ministerio de Educación y Cultura. Tuve 
la experiencia de participar en reuniones organizadas por la OEA sobre trata de personas, vinculadas 
también al intercambio con otros países, por ejemplo, para la cooperación penal internacional en 
materia de tratados. 


A su vez, en esta línea de motivación está el hecho de haber ejercido el patrocinio de 
familiares y víctimas de violación a los derechos humanos cometidos durante el Gobierno cívico-militar 
de la década del setenta; en particular, lo hice los últimos diez años a la fecha. 


He tratado de traducir todo esto desde el punto de vista académico en más de una veintena 
de trabajos publicados. 


En una palabra, la motivación radica en volcar toda esta experiencia de un cuarto de siglo, en 
un momento de mi vida en el que tengo la suficiente madurez como para poder ocupar, con seriedad y 
responsabilidad, un cargo de tanta importancia, sin descuidar el deseo de llevar adelante esta 
Institución y saber que hay muchas cosas para hacer. El segundo aspecto tiene que ver con el 
conocimiento en el área de los derechos o del sistema de protección de los derechos humanos. En 
forma didáctica o sucinta, dividiré este tema en cuatro segmentos: la protección de los derechos en 
forma universal; la protección de los derechos en la región; el que tiene que ver con las 
recomendaciones y los principios, y, finalmente, otro, que se vincula con las consultas. 


En cuanto al primer segmento, la protección en el derecho internacional, desde luego, me 
refiero a los documentos que han sido suscritos por Uruguay, como la Carta de la OEA, a los sistemas 
de justicia, como la Corte de Justicia, la Corte Penal Internacional -recientemente- y, además, a los 
tratados suscritos por Uruguay contra la discriminación, contra la tortura, contra la desaparición 
forzada. 


A nivel regional, también son de destacar la Carta de la OEA, la Convención Interamericana 
sobre Derechos Humanos, con su doble propósito, consultivo y contencioso, así como la suscripción de 
varios tratados por Uruguay, todos convertidos en ley, relacionados con, más o menos, los mismos 
aspectos: la no discriminación, la protección de género y de los niños, convenciones contra la tortura y 
contra la desaparición forzada. 


Otra de las áreas que están vinculadas a los principios y que tiene particular interés son las 
directivas a seguir planteadas por los organismos internacionales, adaptadas a cada una de las 
realidades de los Estados como, por ejemplo, lo que tiene que ver con las reglas mínimas para los 
detenidos, las reglas mínimas de actuación para los funcionarios encargados de impartir el orden, las 
reglas mínimas de actuación vinculadas con el uso de armas de fuego. 


Otro sector -quizás de menor jerarquía, pero de todas maneras muy importante- es el de las 
consultas que deben realizar los Estados. Quizás la más representativa ha sido la consulta de Uruguay 
que en 1992 obtuvo la respuesta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos consagrando 
la incompatibilidad de la Ley de Caducidad con la Convención misma. 


El tercer aspecto que tiene relación con el estado actual de los derechos humanos en 
Uruguay abarca dos áreas más significativas: la que se refiere a los derechos civiles y políticos y la 
vinculada con los derechos culturales y sociales. 


En lo que tiene que ver con la primera, es de destacar la importancia de recuperar la 
memoria. Se ha avanzado en ese sentido, así como en lo que respecta a las leyes de reparación, a 
reposicionarse con relación a los sistemas penitenciarios. 


En cuanto a la segunda área vinculada con los derechos humanos, también muy importante, 
la económica, social y política, cabe hacer una división. Por ejemplo, en el área económica, Uruguay 
ha estado en los últimos diez años manteniendo un régimen de capacidad, y eso se ha visto reflejado 
en los avances económicos. En lo que respecta a la salud mental, que es un derecho humano 
establecido, fundamentalmente reconocido en el artículo 8% aprobado por la Comisión de Derechos 
Económicos y Culturales, Uruguay debería reposicionarse con los efectos que esto ha producido. Por 
ejemplo, por un lado, en cuanto al impacto que ha producido la dictadura en las víctimas y, por otro, 
también en lo que refiere a la asistencia en ese sentido. 


Entre los derechos culturales y sociales, podemos mencionar la parte de la vivienda. Uruguay 
podría reconsiderar algunos aspectos en materia de exoneración para estimular a las empresas a una 
mayor política de vivienda o asumir algún tipo de préstamos sociales, por ejemplo, con mayor 
elasticidad. 


Por último, en esta área, creo que se ha avanzado bastante en cuanto a reconocer los 
derechos de la diversidad sexual, así como los derechos penitenciarios o de los presos. 


Finalmente, me voy a referir a la última etapa, vinculada a las propuestas o a cómo debía 
consignarse, a nuestro juicio, una Institución Nacional de Derechos Humanos. En primer lugar, hay que 
procurar desmitificar el concepto que, en general, se tiene, que se vincula con las consecuencias 
producto de régimen cívico militar. Obviamente, que el tema de los derechos humanos es mucho más 
que eso, abarca áreas muy complejas de la ciudadanía, económica, social y cultural, y eso debería ser 
uno de los objetivos o cometidos básicos de esta Institución. 


En segundo término, a nuestro juicio, se podría dividir en cuatro segmentos, sectores de 
trabajo. Un segmento legislativo donde debería recopilarse todas las leyes que tienen que ver con la 
protección de los derechos humanos, a los efectos de impulsar nuevas propuestas legislativas, derogar 
o solicitar la derogación de aquellas que no son necesarias en nuestro ordenamiento. Tener una visión 
de esa naturaleza también posibilitará conocer las áreas más sensibles o de los grupos más 
vulnerados, por ejemplo, en lo que refiere a la discriminación en materia de género, a la discriminación 
en materia de discapacidades, a los jóvenes. 


Asimismo, podría haber un segundo sector de trabajo vinculado con la Policía y lo judicial. 
¿Por qué la Policía? Porque los servicios de seguridad son los que enfrentan directamente a la 
ciudadanía en cuanto al orden. En algunos casos habrá que determinar los padrones de conducta que 
se tienen, por ejemplo, en cuanto a la detención de personas y al procedimiento, que generalmente es 
lo que se reclama para tener una mayor contención. A partir de determinar las áreas más sensibles, se 
puede responder, por ejemplo, con cursos, seminarios, dentro de la propia Institución, buscando un 
equilibrio entre el derecho del ciudadano y la protección a los funcionarios policiales para actuar. 


Dentro de esta área, también creo que importante buscar un fortalecimiento del Poder 
Judicial, ya sea a través del apoyo o promoción de las reformas penales procesales, pues es necesario 
reivindicar algunos principios como, por ejemplo, el de inocencia, la posibilidad de la privación de 
libertad como una medida cautelar, etcétera, y, sobre todo, la importancia que la Institución debe dar a 
la víctima, que en este momento no está del todo amparada por los sistemas procesales penales. 


El segmento penitenciario tiene vinculación con el área carcelaria y penitenciaria. De allí la 
importancia de revisar las normas vinculadas, especialmente, con la manera de distribuir internamente 
a las personas privadas de libertad y de promover las leyes vigentes en Uruguay, que deberían tenerse 
presentes a los efectos de brindar una mayor protección también a la población carcelaria. 


En lo que tiene que ver con el último sector de trabajo institucional, creo que, primero que 
nada, habría que establecer una comunicación directa permanente con las organizaciones civiles, para 
recopilar iniciativas y, juntos, elaborar una política general de la Institución. 


También sería necesario un sistema de comunicación y de enseñanza. Es muy importante 
transmitir a la población en forma clara y permanente sus derechos y sus alcances. Ese sería uno de 
los aspectos más importantes a trabajar. 


En conclusión, hay un objetivo principal que es considerar los derechos humanos como una 
cuestión cultural; en segundo término, se debe llevar adelante estas propuestas -por ejemplo, a partir 
de la realización de un censo para conocer cómo la población percibe los derechos humanos- y luego, 
procurar una política de Estado que sobrepase el momento de las instituciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la presencia del doctor José Luis González González y la 
presentación que ha realizado. 


Le voy a formular la misma pregunta que ya he hecho a otros postulantes. Me queda claro de 
su exposición cuáles serían los aspectos sustantivos que promoverá en caso de que la Asamblea 
General lo designe como integrante del Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Quiero saber qué valor da a las resoluciones o recomendaciones de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos o del Comité de Derechos Humanos del Protocolo Facultativo 


del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en relación con el trabajo de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


SEÑOR GONZÁLEZ GONZÁLEZ.- La valoración es muy importante y se debe tener en cuenta porque 
las recomendaciones son producto de un análisis anterior, de un estudio exhaustivo sobre 
determinadas áreas que se ponen a consideración o conflictos que se presentan. A partir de allí, las 
potestades de determinados órganos tienen que ser imperativas oO deben valer como 
recomendaciones. No obstante, no tiene por qué variar el contenido. La recomendación puede ser tan 
importante como una decisión de autoridad. De manera que son altamente significativas las 
recomendaciones que se hacen y hay que prestarles muchísima atención. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero pedirle que profundice en dos temas. 


En primer lugar, quiero saber cómo imagina el funcionamiento de la Defensoría del Pueblo, 
no solo con una mirada sobre los contenidos sino más bien aterrizada en la práctica cotidiana, 
independientemente de que es una Institución que está recién instalándose. 


En segundo término, ¿cómo se imagina el trabajo de campo a desarrollar por los integrantes 
del Directorio, a los efectos de ejercer las facultades y las competencias asignadas por la ley? 


SEÑOR GONZÁLEZ GONZÁLEZ.- Con relación a la primera pregunta sobre la Defensoría -muy 
importante, por cierto- debe atender y sensibilizarse con cada una de las áreas que se plantea. La 
Defensoría del Pueblo implica tener un conocimiento previo o subsiguiente pero de mucha profundidad. 
Por ejemplo, la Institución debería, como una cuestión preventiva o subsiguiente, tener una política 
activa y proactiva para tratar de conocer las diversas áreas vinculadas a los derechos humanos. La 
consultoría puede ser de diversas modalidades: puede tener relación con aspectos sociales o con 
aspectos personales vinculados a la integridad física o individual. En esa medida, la respuesta tiene 
que estructurarse en forma inmediata y, a su vez, con conocimiento de causa. Cualquier respuesta que 
se dé tiene que estar precedida de un conocimiento previo sobre la estructura y los contenidos que se 
plantean. Es necesaria una cobertura y una contención en la relación Defensoría del Pueblo-persona. 
Por eso hablábamos de esa vinculación y de que la enseñanza va a generar un ámbito, un vínculo muy 
directo y personal que permitirá dar una respuesta más responsable a la hora de la consulta. 


Con relación al trabajo de campo de la Institución, al final de la exposición hacía referencia a 
la propuesta de realizar un censo nacional, para lo cual se podría contar con la ayuda de la Facultad de 
Ciencias a efectos de diseñar un formulario de preguntas vinculadas a la situación educativa del 
consultante, la edad, etcétera. Con eso uno podría tener la perspectiva de cuál es la valoración actual 
de los derechos humanos. A partir de allí, teniendo insumos, uno puede plantear con más 
responsabilidad cuáles son las respuestas a dar. Por ejemplo, si en una eventual encuesta se advierte 
la carencia en los ámbitos educativos, será necesario tratar de incidir en la currículo de las instituciones 
de enseñanza, y así sucesivamente en cada una de las áreas. 


Creo que la Institución debería también formalizar un Plan Nacional de Derechos Humanos, 
es decir, un compromiso, incluso en colaboración con las organizaciones civiles. Este plan implicaría 
conocer de primera mano cuáles son las áreas más sensibles y, a partir de ahí, desarrollar un 
seguimiento de las propuestas que se hagan. Esta es la experiencia que se recoge del derecho 
comparado, de la actividad de otras instituciones nacionales de derechos humanos en el extranjero, 
particularmente de Argentina, que han obtenido resultados muy positivos. 


Por último, en relación con cuáles serían los aspectos más prácticos, considero que la 
Institución debe trabajar, ya a partir de su creación, en coordinación con otros institutos de derechos 
humanos, particularmente con el Dirección Nacional de Derechos Humanos del Ministerio de 
Educación y Cultura y con el Instituto de Políticas Públicas de Derechos Humanos del MERCOSUR. 


SEÑOR POSADA.- La solución legislativa que finalmente se adoptó ha determinado que la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo sea dirigida por un órgano colegiado. Esto, 
sin duda, genera algunas fortalezas pero podría implicar también algunas debilidades. Me interesa 


conocer su opinión con respecto a cómo visualiza el funcionamiento del órgano en función de su 
característica colegiada. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Lo visualizo positivamente. En primer lugar porque el órgano colegiado implica 
un mayor debate y discusión a la hora de adoptar decisiones. En segundo término, el número 
propuesto en esta norma es importante pero de alguna manera reducido, con lo cual se puede llegar a 
lograr consensos con relativa facilidad. 


Los colegiados se repiten a nivel del derecho comparado internacional con distinto número 
de integración y han servido para aportar diversos enfoques. Lo bueno sería que estuviera integrado 
por personas que representaran distintos ámbitos: alguien muy vinculado al área de la seguridad; otro 
al área didáctica; otro al sector de género. De esa forma sería muy productiva la multiplicidad y la 
organización multidisciplinaria que se ha propuesto en la ley. Lo veo francamente muy positivo. No le 
encuentro, en honor a la verdad, menoscabos o aspectos que pudieran dificultar su funcionamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor González González. 
SEÑOR GONZÁLEZ GONZÁLEZ..- El agradecido soy yo. 

(Se retira de Sala el doctor González González) 

(Ingresa a Sala la doctora Diana González Perret) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Damos la bienvenida a la doctora González Perret. 


Queremos decirle, como ya anunciamos a los demás entrevistados en el día de hoy, que la 
Comisión ha hecho consultas ante la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Corte Electoral a los 
efectos de saber si las o los postulantes pueden tener alguna interdicción vinculada con el artículo 45 
de la ley. Hemos recibido respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil, no así de la Corte 
Electoral, y parece bueno que quienes concurran a esta Comisión estén en conocimiento de ello. 


La doctora cuenta con diez minutos para hacer una exposición y luego se dispondrá de otros 
diez minutos para que los Legisladores y Legisladoras puedan hacer preguntas vinculadas a lo que 
usted plantea o a distintas inquietudes que puedan surgir a nivel individual. 


SEÑORA GONZÁLEZ PERRET.- Muchas gracias por recibirme; es un honor para mí estar acá. Es una 
alegría que todos podamos estar construyendo una institucionalidad de derechos humanos, porque 
somos muchos quienes hemos venido trabajando, no solo en la creación de institucionalidad sino en la 
defensa de derechos humanos y de personas, y hemos encontrado este vacío. He tratado de suplirlo 
en el ejercicio de mi profesión en distintos ámbitos, como el mismo Parlamento, en especial la 
Comisión de Derechos Humanos, buscando Legisladores que tomaban determinados temas de 
derechos humanos y se encargaban de velar por su vigencia, y en distintas instituciones del Estado 
como, por ejemplo, el INAU y el Instituto Nacional de las Mujeres. Esto generó que un grupo de 
instituciones de defensa de derechos de mujeres, niños y niñas, me postulara para este espacio. 


Dentro de la propuesta, que es lo que concretamente se plantea en la nota, voy a tratar de ir 
intercalando ideas respecto al derecho internacional, al sistema y al derecho nacional; en poco tiempo 
trataré de aportar todos los elementos. 


Quizás lo más complejo y, a la vez, lo más rico de esta Institución, tal como está planteada 
en la ley, es la complejidad de actores con la que puede y tiene que interactuar. Cuenta con un grupo 
de actores que son de Uruguay hacia fuera, los mecanismos internacionales y, a la vez, con una serie 
de instituciones y personas hacia dentro del país. Dentro de lo que son los mecanismos, tenemos que 
hacer énfasis en los mecanismos internacionales y en los del sistema interamericano. En el sistema 
internacional tenemos muy a favor que existen nueve Convenciones, con sus mecanismos de tratados, 
que se consideran la columna vertebral de los derechos humanos que nos irán indicando el norte en 
distintas temáticas para evitar caer en la abstracción derechos humanos y en el no aterrizaje a 


situaciones concretas. En ese sentido, los dos pactos civiles y políticos, económicos, sociales y 
culturales, la Convención contra la discriminación racial, contra la tortura, desaparición forzada, 
trabajadores migrantes y sus familias, mujeres, niños y niñas y personas con discapacidad, parecieran 
también ser una buena herramienta como eje de esta Institución. Es probable que, según las fortalezas 
de cada integrante de la Institución, podamos distribuir la responsabilidad de su seguimiento y su 
articulación 


El sistema interamericano tiene, además, una Corte Interamericana que para nosotros es 
fundamental, un avance a nivel mundial que tiene jurisprudencia. Es importante que hagamos el 
seguimiento también con ese sistema, tanto de la jurisprudencia, como del seguimiento de las 
consultas que ha hecho Uruguay, aunque no necesariamente el Estado, porque puede suceder que 
personas hayan hecho consultas o estén en algún trámite o en algún litigio, por lo que es importante 
hacer ese seguimiento. Es decir que los diferentes actores serán el sistema interamericano, la Corte y 
Comisión, además de las Comisiones Especiales de los Tratados de la Corte Interamericana y 
mecanismos con sus recomendaciones, observaciones generales y consultas que puede haber allí de 
Naciones Unidas. Obviamente, hay temas que no están dentro del rango de estatus de estas 
Convenciones como, por ejemplo, el de la diversidad sexual, en virtud de que todavía no han llegado 
los reclamos de las personas afectadas. Sin perjuicio de ello, por ejemplo, hoy recibimos una noticia 
preciosa y es que en el día de ayer salió una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que condena a Chile por discriminación de una mujer lesbiana respecto a la tenencia de sus 
hijos. Creo que es un tema a tener en cuenta muy de cerca por esta Institución. 


En el ámbito nacional, son las instituciones del Estado, el Poder Legislativo, el Poder 
Ejecutivo y las organizaciones sociales que no son estatales. En lo que tiene que ver con el Poder 
Legislativo, es un tema bien importante, porque si bien esta Institución no va a depender de este Poder, 
igualmente va a estar en esta órbita y requiere un trabajo muy coordinado. De acuerdo con la 
experiencia de trabajo con el Parlamento sabemos lo rico que es cuando desde un enfoque de 
derechos humanos se puede revisar la normativa y las leyes que se aprueban o los proyectos que 
están en proceso de debate. En este proceso la Institución tiene que poder aportar, especialmente el 
Poder Ejecutivo con instituciones vinculadas a derechos humanos. En realidad toda institución está 
vinculada a los derechos humanos; la vinculación del INAU es obvia, y si se trata de una empresa 
pública como, por ejemplo, ANCAP, está el tema del medio ambiente. Es necesario involucrar a todas 
las instituciones del Estado y, por supuesto, a las organizaciones sociales. 


Además, no debemos olvidar a los denunciantes individuales y si bien es una tarea compleja 
-en su momento puede llegar a absorber demasiado a la Institución para poder incidir más en 
situaciones macro- es el gran insumo para el conocimiento de la situación real del país. La experiencia 
de trabajo en el Parlamento me permitió saber que lo que se escuchaba y se sabía acá, de pronto, no 
se conocía en los Juzgados. Esto nos permitía comprender por qué ocurrían algunas cosas que desde 
otro lugar no hubiéramos siquiera pensado. Me refiero al conocimiento de las situaciones ya no desde 
el punto de vista formal sino de las situaciones concretas y de los planteos de las personas. En ese 
sentido, hay que asegurar la accesibilidad no solamente desde el punto de vista físico sino también que 
las personas sepan adónde ir, las posibilidades que tienen, la forma de presentación de la denuncia, 
esto es tomar las medidas adecuadas de protección para que sean eficaces. 


Entre las competencias de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo respecto a la cantidad de actores y a las necesidades de acción, rescato dos cometidos. En 
primer lugar, la adecuación del ordenamiento legislativo y, en segundo término, la adecuación de las 
prácticas institucionales. En definitiva, el objetivo último es que nuestro país respete y garantice los 
derechos humanos. Si las leyes y las prácticas institucionales son adecuadas a los derechos humanos, 
la protección viene como consecuencia. 


Las demás competencias son los instrumentos para la prevención, para la formación de una 
cultura de respeto a los derechos humanos, cuestión que me parece importantísima. Pero para esto 
necesitamos una estrategia comunicacional que incluya distintas tecnologías, desde las que utilizan los 
jóvenes hasta el arte, los talleres, la inclusión en la educación formal. Es decir, la inclusión de la cultura 
de respeto a los derechos humanos y tener un enfoque de derechos, esto es, ver a la otra persona 
como un titular de derechos humanos y, en ese sentido, respetarlo y considerar las situaciones que 
tiene. 


Además, debemos tener en cuenta la prevención en cuanto a actuar lo más rápido posible 
ante probables o reales vulneraciones de derechos humanos y la reparación. En ese sentido, existen 
las acciones de denuncia, de velar para que el sistema de justicia que tenemos -que tiene dificultades 
en cuanto a los tiempos, porque cuando en materia de derechos humanos no se actúa en tiempo, no 
somos justos- actúe en tiempo y forma. Es decir, hacer propuestas y las recomendaciones más que de 
denuncias tienen que ser de construcción conjunta de una respuesta. La experiencia que hemos tenido 
nos indica que si nos quedamos en una mera denuncia, sentencia o resolución, estos derechos no son 
reparados. La única forma que tenemos de construir un país respetuoso de derechos humanos y de 
fortalecerlo es creando juntos respuestas, pensando en las posibilidades, en las alternativas de 
respuesta para que realmente la Institución pueda ser protectora de los derechos humanos. 


Por tanto, para obtener estas condiciones me parece que necesitamos una línea muy fuerte 
de conocimiento; es necesario conocer permanentemente los tratados, las líneas y tendencias 
internacionales, la legislación que se va aprobando y la que va quedando con dificultades. A veces, 
decimos: "Hay un Código de la Niñez y la Adolescencia". Sí, pero no están las medidas de protección 
para los niños institucionalizados por amparo. ¿Por qué? Porque todavía no tenemos la herramienta 
adecuada de garantía. La tenemos para los privados de libertad por infracción, pero no para estos 
niños. Entonces, desde ahí tenemos que ir construyendo, conociendo la situación. 


Por último, quería hacer énfasis en que es muy importante funcionar como colegiado, con las 
fortalezas de cada uno pero también en la integralidad de los derechos humanos, en la diversidad. Me 
refiero a tratar a todos por igual, pensando en mujeres, en personas con discapacidad, en trabajadores, 
en todos los sectores que tienen situaciones de dificultad que pueden llevar a la vulneración de sus 
derechos y en la descentralización. Una vez más me parece importantísimo que no sea en un lugar 
urbano. Se debe tener en cuenta a la población rural, no para que sea beneficiaria sino para que 
participe, traiga propuestas o pueda hacer las denuncias con los mismos derechos y garantías que 
tienen los de la capital. Más allá de utilizar medios electrónicos, que también puedan tener esa sesión 
personal, acercándonos al lugar. Quizá una buena posibilidad pueda ser que las sesiones, las 
asambleas en el interior sean rotativas. 


SEÑOR ESPINOSA.- Sabemos de la sensibilidad de la doctora González Perret puntualmente 
respecto a la protección infantil y a la minoridad. Entonces, si fuera electa para integrar esta Comisión 
-es un grupo de trabajo que va a actuar en colegiado- ¿cuáles serían las dos o tres prioridades más 
fuertes por las que pelearía para que estuvieran en primer orden en su trabajo? 


SEÑORA GONZÁLEZ PERRET.- Es algo a acordar porque también tiene que ver con las fortalezas de 
los otros colegas. 


Tengo claro que mis fortalezas tienen que ver con los derechos sexuales, no solamente con 
los relativos a sexualidad y reproducción sino también con los derechos sexuales en materia de 
prevención de la explotación y la violencia. Además, haría hincapié en la temática de la ruralidad, en 
especial las mujeres rurales y las personas rurales con discapacidad, esto es, poder generar 
ciudadanía dentro de la ruralidad y, por último, infancia y adolescencia. 


SEÑORA MOREIRA.- De acuerdo con el currículo y a lo que conozco del trabajo de la doctora 
González Perret, se desprende que ha tenido un doble diálogo. Por un lado, con el Parlamento -tiene 
un muy buen seguimiento de las leyes que se aprueban y de las que deberían aprobarse- y, por otro, 
con las organizaciones de la sociedad civil. Entonces, me gustaría que hiciera una evaluación a partir 
de la experiencia del trabajo con el Parlamento y con las organizaciones de la sociedad civil acerca de 
las dificultades y ventajas pensando que la Institución tiene que relacionarse con ambos. 


SEÑORA GONZÁLEZ PERRET.- Con las organizaciones de la sociedad civil tenemos dificultades 
para articular propuestas. Estamos en un momento del país en el que hay mucha gente que sabe, pero 
que tiene mucha dificultad para organizarse y hacer planteos concretos. Esa puede ser una tarea a 
llevar adelante pero que también representará una dificultad a la hora de hacer el seguimiento de los 
temas. 


En ese sentido, me imaginaba la posibilidad de generar grupos de trabajo que profundicen 
en propuestas temáticas concretas que luego presentarán ante las asambleas nacionales. Me parece 


que eso los puede ayudar a organizarse. Esto ocurre muy especialmente con las mujeres rurales, que 
tienen mucho conocimiento pero les cuesta organizarse porque está en juego su sobrevivencia. Pero 
también sucede con las organizaciones de mujeres, de niños y niñas, de la identidad sexual, etcétera. 
En la medida en que son grupos muy discriminados, también tienen mayor dificultad para tener tiempo 
para sí. 


En relación al Parlamento, sinceramente creo que la mayor dificultad es la burocrática: el 
sistema rígido y burocrático de funcionamiento. Hace dos años hicimos una capacitación con el 
Parlamento y realizamos un mapa interactivo de la ley con su gente alrededor en el proceso. No hablo 
del proceso formal sino de todo lo que ocurría, desde cómo se seleccionaba el tema hasta quiénes 
participaban. Los funcionarios demostraron un conocimiento impresionante y la necesidad de mayor 
diálogo entre asesores, Legisladores, técnicos, organizaciones de la sociedad civil, en tiempo oportuno 
y con profundidad de debate, para tomar las mejores decisiones. Sería algo así como lograr en las 
leyes el sello LATU, que tiene que ver con la participación de mucha más gente y, a la vez, con que se 
puedan brindar propuestas calificadas -doy por hecho que hay mucho conocimiento- de tal manera que 
el otro, que tiene un conocimiento distinto, la pueda recibir. Esto me parece que es un desafío y va a 
ser buena la intercomunicación con el Parlamento para pensar cómo nos ensamblamos y de qué 
manera podemos presentar productos adecuados para fortalecer también al Parlamento. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera agradecer la presencia de la doctora González Perret. 


Voy a formular la pregunta partiendo de la base de que ya ha explicitado concretamente 
cuáles serían los ejes temáticos sustantivos que, eventualmente, electa por la Asamblea General, 
impulsaría en el seno del Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo. Quisiera saber qué valor jurídico da la doctora González Perret a las 
recomendaciones y resoluciones de organismos de supervisión internacional tales como la Comisión 
Interamericana o el comité de protocolo facultativo del pacto internacional de derechos civiles y 
políticos de la órbita de Naciones Unidas. 


SEÑORA GONZÁLEZ PERRET.- Las recomendaciones, en principio, son lo que se llama derecho no 
vinculante formalmente. Estas son formas de interpretar los convenios y las convenciones. En ese 
sentido, es fundamental que se respete el principio pro homine, aunque siempre puede pasar que esos 
organismos internacionales de derechos humanos empiecen a funcionar mal. En una época lo 
discutimos mucho en el Colegio de Abogados, en realidad podemos considerarlas como los principios 
rectores de interpretación de las convenciones internacionales. Obviamente, no tienen el mismo valor 
jurídico que los convenios en sí mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la doctora Diana González Perret. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 56) 
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